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Recuadro 5.3. Renegociación de concesiones en América Latina

La debilidad regulatoria e institucional de las concesiones en América Latina se ha 
traducido en que las renegociaciones sean continuas. En los años noventa cerca del 
50% de las concesiones de transporte fueron renegociadas en Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia y México. En Chile, cada concesión se ha renegociado en promedio cuatro 
veces entre 1993 y 2007 y cerca de un cuarto del monto invertido en concesiones 
proviene de renegociacionesa.

De acuerdo a entrevistas a policy-makers de algunos países de la región, en promedio 
el 40% de las renegociaciones son sobre los contratos (en contraste con el 20% del 
Reino Unido)b. Cincuenta de las sesenta concesiones viales firmadas hasta 2010 en 
Colombia, Chile y el Perú han sido renegociadas, generando costos fiscales extras 
por un 50% del valor inicial de los contratos. Resalta el caso de Colombia, donde se 
registran 273 renegociaciones para 21 concesiones, en las cuales se han aumentado 
los costos ficales directos o el plazo de los contratos. Estas renegociaciones tuvieron 
costos fiscales directos de más del 170% del monto inicial de los contratos y un 
aumento promedio de cerca del 40% del plazo inicial de las concesiones. El 98% de 
las modificaciones se hizo de forma bilateral entre el gobierno y el concesionario, y 
en más del 70% de los casos se destinaron partidas fiscales futuras para pagarlas. 
Además, en todos los casos la primera renegociación se llevó a cabo antes de 
transcurridos dos años del comienzo del contratoc.

Aspectos regulatorios (por ejemplo, precios máximos, proceso de licitación) así 
como institucionales y políticos (calidad de la burocracia, ciclos electorales, falta de 
independencia del regulador, corrupción, entre otros) han sido identificados como 
factores determinantes de estas renegociaciones en la regiónd. La posibilidad de 
extender el periodo de las concesiones induce escasa competencia, permitiendo en 
la práctica la creación de monopolios de redes viales sin disciplina de competencia, 
lo que debilita el derecho a dar el servicio. La asimetría de beneficios ilimitados con 
pérdidas limitadas debido a su distribución social a través de las renegociaciones 
conduce a problemas de selección adversa y riesgo moral, que inducen altos costos 
fiscales para futuras administraciones.

a	V éase Guasch, Laffont y Straub (2008) para América Latina, y Engel, Fischer y Galetovic (2009) para 
el caso de Chile.

b	V éanse Gutiérrez y Nieto-Parra (2011) para América Latina y OCDE (2008) para los países de la 
OCDE.

c	V éase Bitrán, Nieto-Parra y Robledo (2011) para un análisis reciente de las renegociaciones viales en 
Colombia, Chile y el Perú.

d	 Guasch, Laffont y Straub (2007; 2008).

1)	E valuaciones cualitativas de value for money, que justifiquen considerar una 
concesión, integral o parcial. 

2)	 Prefactibilidad privada (viabilidad del negocio privado), que permite definir los 
subsidios y/o garantías que tornarían atractiva la participación privada.

3)	 Factibilidad social del proyecto de concesión, a fin de comparar los beneficios 
sociales de una obra pública y una privada, de acuerdo a sus respectivos flujos 
futuros y tasas de descuento.

Este análisis debería conducir a evaluar la concesión integral o un esquema mixto, 
hasta determinar aquella modalidad de contratación que maximiza el beneficio social 
neto. En definitiva, es conveniente optar por la concesión cuando el valor presente 
neto de los flujos ajustados por la mayor expectativa de eficiencia y el más alto costo 
privado de capital que recae sobre el concesionario, supera los beneficios netos de 
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la evaluación social tradicional de la obra pública. Este análisis permite concentrarse 
en aspectos relevantes para la decisión, tales como el mayor costo de financiamiento 
privado, las mitigaciones y subsidios necesarios para reducirlo, el beneficio de mayor 
eficiencia necesaria para justificar la concesión, así como los costos de transacción 
que implica la modalidad de contratación y ex post por renegociación.

5.2.2.3	 Planificación de transporte comodal interurbano 

Las características geográficas de cada país determinan la partición modal más 
eficiente para el transporte de carga. En general, en la región se observa una alta 
preferencia por el transporte de carretera frente a otros modos. Esto se realiza en 
desmedro de otras infraestructuras de transporte que podrían aprovechar de mejor 
forma las características geográficas de la región, afectando la competitividad y 
complementariedad entre modos de transporte. El desarrollo del modo ferroviario 
se ha estancado y la red existente no se ha desarrollado mucho más allá de su 
cobertura histórica como medio de transporte para las industrias extractivas. El 
transporte marítimo, si bien está presente activamente en la inserción de la región 
en la economía global, se encuentra prácticamente ausente en el transporte interno 
de carga y pasajeros, y el transporte fluvial es casi inexistente, a pesar de tener 
todas las condiciones geográficas para hacerlo y potenciar así soluciones comodal 
y una mejor conectividad territorial.

En la visión tradicional se argumentó que el ferrocarril y el transporte marítimo 
a corta distancia solo son competitivos en distancias mayores de 500 kilómetros. 
Sin embargo, existen numerosas experiencias internacionales que muestran que la 
penetración exitosa de servicios de carga de ferrocarril y del transporte marítimo 
de corta distancia (short sea shipping) depende de otros factores además de la 
distancia. El éxito de estos servicios se define más por la concentración de los 
volúmenes de carga disponible y la aptitud de los servicios ofrecidos en términos 
de frecuencia, costos y tiempos, que por la distancia.

Gráfico 5.2. América Latina (8 países seleccionados): 
renegociaciones en contratos de concesión
(En porcentajes)

Nota: El porcentaje se refiere a la proporción del número total de contratos de concesión. N.R.: No hubo 
respuesta.

Fuente: Gutiérrez y Nieto-Parra (2011), “The Policy-Making Process of Transport Infrastructure in Latin America: 
A Review from Policy Makers”, OECD Development Centre Working Paper, próxima publicación.

http://dx.doi.org/10.1787/888932510865
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En general, la inadecuada selección modal en América Latina en el transporte no solo 
incrementa los costos logísticos y reduce la competitividad e inserción internacional, 
sino que aumenta las externalidades negativas del transporte. En países de tamaño 
relativamente comparable a Canadá y Estados Unidos se observa una preferencia por 
el uso del transporte terrestre para el transporte de mercancías lo que, sumado al 
deterioro de carreteras, es un factor clave en la estructura de costos de transporte 
interno (Gráfico 5.3). El potencial de uso del ferrocarril y las vías navegables no es 
explotado, reflejándose en una concentración del sector transporte por carreteras 
15 veces superior que en Estados Unidos20. 

Gráfico 5.3. MERCOSUR y países de América del Sur y América del 
Norte: distribución de transporte de carga por modo de transporte 
(en volumen), 2007
(En porcentajes)

Fuente: Silva (2007), sobre la base de información de la Corporación Andina de Fomento (CAF),  
Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) y Oficina de Estadísticas de Transporte  

(Bureau of Transportation Statistics) de Estados Unidos.
http://dx.doi.org/10.1787/888932510884

La intervención del sector privado no necesariamente ha mejorado la eficiencia en 
la inversión del sector ferroviario. La reforma del sector ferroviario comenzó en los 
años noventa en Argentina, Brasil, Chile, México y Perú, y en la mayoría de los casos 
se concesionó en forma integrada la operación de carga con la administración de la 
vía. En México, el diseño de las áreas de concesión con restricciones a la integración 
horizontal y los requisitos de acceso abierto generaron una mayor competencia que 
en los otros cuatro países, donde en la práctica tiende a existir un acceso monopólico 
en diferentes segmentos desconectados de la red. La participación privada mejoró 
en forma importante la productividad laboral del sector y redujo el costo fiscal 
de la operación de ferrocarriles, pero no se ha logrado revertir el enorme déficit 
de inversión y mantenimiento diferido. Esto se traduce en que la participación de 
ferrocarriles en el transporte de carga no ha mejorado en estos países, preservando 
una distribución modal muy distante a la que predomina en países de la OCDE 
de características geográficas similares. Otro problema en la región ha sido la 
reconcentración en las mercancías tradicionales, con lo que no cumple su rol de 
expandir la frontera de producción con la incorporación de nuevas mercancías (a 
diferencia de Estados Unidos y de países de Europa, por ejemplo), sin aportar a la 
sostenibilidad en la medida que podría hacerlo de acuerdo a su potencial.

Las fallas institucionales explican la escasa participación del transporte fluvial en 
la región. El transporte marítimo y fluvial tiene un enorme potencial en los países 
donde la subutilización es en buena medida atribuible a fallas institucionales. Por 
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ejemplo, en Colombia, la planificación, regulación y gestión del transporte fluvial en 
el río Magdalena (representa el 80% del transporte de carga fluvial del país, pero 
solo el 4% del transporte de carga nacional y el 5% del transporte de pasajeros) 
corresponde a una sola entidad (Corporación Autónoma Regional del Río Grande 
de la Magdalena), que por mandato constitucional es independiente del Ministerio 
de Transporte. En este esquema no hay una política integrada entre la gestión del 
transporte en el río Magdalena y otras vías fluviales, ni incentivos para esta21.

Las reformas a los sistemas portuarios de la región en las últimas dos décadas 
tienden a ser positivas. Sin embargo, los procesos de reformas se atrasaron en 
varios países, como Costa Rica22 y Perú, afectando la competitividad y el desarrollo 
del transporte marítimo en los correspondientes corredores. El desafío actual es 
cómo avanzar en la extensión y renovación de los contratos concesionados, resolver 
las demandas de concentración vertical y horizontal de la industria y dotar a los 
terminales de la infraestructura necesaria para absorber el crecimiento comercial. 
También se requieren obras importantes en la infraestructura portuaria secundaria 
y de conexión con el hinterland (área geográfica de influencia), que resuelvan en 
forma eficiente la interfaz entre el puerto y la ciudad, sin reducir la competitividad 
portuaria ni deteriorar la calidad de vida de los ciudadanos. En particular, el desarrollo 
de las vías y puertos fluviales está atrasado y recibe insuficiente atención del  
sector público.

La ausencia de una estrategia de planificación comodal que incentive una readecuación 
de la distribución por modos y fomente el uso de medios de transporte más sostenibles 
y carbono-eficientes distorsiona las decisiones en materia de transporte en la 
región, y ha favorecido resoluciones de inversión sobre carreteras, aisladas de otros 
factores. La fragmentación institucional asociada con la debilidad en la asignación de 
responsabilidades y la cooperación institucional generan distorsiones en la inversión 
y subsidios públicos entre diferentes modos (Gráfico 5.4). La estructura institucional 
en América Latina establece la inversión en carreteras como responsabilidad de 
servicios centralizados de los ministerios de obras públicas y/o transporte, afectando 
la asignación de recursos a otros modos de transporte.

Gráfico 5.4. Percepción de policy-makers de la región: obstáculos en 
la coordinación de transporte comodal
(Escala de 1 a 3)

Nota: Escala de 1 a 3, donde un mayor valor indica mayor importancia.

Fuente: Con base en encuesta de policy-makers, Gutiérrez y Nieto-Parra (2011), “The 
Policy-Making Process of Transport Infrastructure in Latin America: A Review from 

Policy Makers”, OECD Development Centre Working Paper, próxima publicación.
http://dx.doi.org/10.1787/888932510903
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Un marco institucional inadecuado, que no asigna las responsabilidades claramente ni 
incentiva la cooperación entre actores, limita una coordinación efectiva en las políticas 
de transporte comodal. En especial, tales fallas se observan en transportes comodales 
donde hay puertos y ferrocarriles, y su efecto es la falta de una tarificación integrada 
para estos. En países como Colombia, Costa Rica y México, la falta de incentivos 
institucionales para la cooperación constituye un obstáculo muy importante en el 
vínculo entre vías primarias y puertos, así como entre puertos y ferrocarriles.

La integración de las políticas de transporte de carga y una planificación comodal 
que permita comparar el subsidio a la inversión en los distintos modos son retos 
importantes en la región. El elevado costo fiscal del modo de carreteras (por la alta 
inversión pública y de concesiones que requiere) ha originado cierta competencia 
desleal hacia otros modos de transporte. El modelo de concesión ferroviaria y 
fluvial podría conservar un acceso abierto y financiar inversión con aportes públicos 
cuando las externalidades ambientales sean significativas. En el largo plazo sería 
adecuado adoptar una señalización de precio efectiva (por ejemplo, con ajustes de 
los impuestos específicos de combustible y de los peajes de carreteras), a fin de 
evitar la generación de requerimientos de subsidio a la inversión por parte de otros 
modos de transporte y para que los países se acerquen a distribuciones modales 
más eficientes y ambientalmente sostenibles.

5.2.2.4	 Coordinación vertical en la infraestructura de transporte 

En la dotación de infraestructura, incluida la de transporte, tan importante como 
la infraestructura física lo son las políticas de gobierno y el marco regulatorio que 
requieren. Junto con la coordinación de las políticas de infraestructura entre distintas 
agencias gubernamentales que dependen de un mismo nivel de la administración, 
es también necesaria una coordinación entre los distintos niveles del gobierno. 

Existe un fuerte predominio del gobierno central en la planificación de las políticas 
de infraestructura de transporte. Los resultados de la encuesta a los policy makers 
encontraron ciertos fenómenos comunes a estudios de caso efectuados en otras 
regiones23, que si bien pueden explicarse por el tipo de infraestructura (redes 
primarias y ferrocarriles), también sugieren un involucramiento escaso de los 
gobiernos subnacionales durante el ciclo de vida del proyecto. Es por tanto necesario 
el fortalecimiento de la coordinación entre niveles de gobierno. 

La heterogeneidad de responsabilidades en las distintas etapas del proceso de 
infraestructura apunta hacia la existencia de cuellos de botella que limitan la 
efectividad de las políticas públicas de transporte. En todos los países encuestados 
se registra una gran variedad de responsabilidades de los gobiernos subnacionales, 
que puede ir desde el diseño de políticas al seguimiento del desempeño y hasta 
el mantenimiento de la infraestructura. Tal es el caso del Perú, donde el gobierno 
subnacional tiene la obligación legal de reportar sobre el cumplimiento de la política 
de transporte. Sin embargo, un involucramiento parcial limita la efectividad de 
estas acciones conjuntas.

Asignar claramente las responsabilidades de cada nivel de gobierno permite lograr 
una mayor coordinación. En Brasil, por ejemplo, el Programa de Aceleración del 
Crecimiento, un vasto plan de infraestructura que se encuentra en su segunda 
etapa (PAC2), considera que el Gobierno Federal realice la selección de proyectos 
en consulta con los gobiernos estatales y municipales.

La definición de planes técnicos a nivel subnacional facilita la coordinación territorial 
de la inversión, mientras que contar con objetivos alineados en los diferentes niveles 
de gobierno puede producir incentivos importantes para la transferencia de recursos. 
En casi la mitad de los países encuestados estos planes se encuentran definidos, y 
habitualmente están alineados con los planes nacionales de desarrollo o inversión. De 
otra forma, una desvinculación de los programas de gasto público en infraestructura 
entre distintos niveles de la administración provocará un despilfarro de recursos, la 
duplicación de esfuerzos y, en el peor de los casos, prioridades encontradas.
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Para aquellos países donde existen políticas subnacionales de transporte, existe 
evidencia de una mayor vinculación entre distintos niveles de gobierno. En los países 
encuestados donde estos planes existen, se advierte una mayor coordinación con 
el gobierno nacional, lo que se refleja en las responsabilidades compartidas en la 
puesta en marcha. Sin embargo, en ciertos países pequeños de la región (en especial 
en el Caribe y Centroamérica), disponer de planes explícitos de infraestructura de 
transporte a nivel subnacional no es necesariamente deseable, ya que elimina las 
economías de escala inherentes a los grandes proyectos de inversión. Pero incluso 
en esos casos, la inclusión de planes estratégicos definidos a escala subnacional 
en los planes nacionales de inversión posibilita una coordinación efectiva. 

El carácter unitario de las finanzas públicas en varios países de la región debilita 
la ejecución del gasto en infraestructura a nivel subnacional, que depende en gran 
medida de la transferencia de recursos desde el gobierno nacional. Unido a las 
limitaciones en las competencias técnicas de los gobiernos subnacionales, esto 
provoca la imposibilidad de transferir responsabilidades debido a factores financieros, 
operacionales y de gestión. Tal situación permite al gobierno central concentrar la 
financiación de subsidios en la red de transporte terrestre.

La formulación de marcos fiscales o de inversión de mediano plazo que definan 
con claridad y en forma expresa las políticas que serán aplicadas en el territorio 
puede constituir una herramienta útil. A partir de este marco tanto los gobiernos 
nacionales como subnacionales podrían contar con un patrón de referencia en la 
conducción del gasto público. Los avances en el uso de presupuestos plurianuales, 
como resultado de reformas institucionales dirigidas a incrementar la efectividad 
del gasto público, han contribuido a generar mayor transparencia y comunicación 
en la formulación de estos planes. 

5.3	 El papel del Estado en el desarrollo de la 
infraestructura de telecomunicaciones

5.3.1	 Uso adecuado y requerimientos de banda ancha 
para una política pública más efectiva

El impacto económico y social de la banda ancha depende de su uso y apropiación por 
parte de los sectores productivos y sociales. Las aplicaciones destinadas a mejorar 
la eficiencia y eficacia de servicios como la educación, la salud y el gobierno son 
las que tienen mayor potencial de rentabilidad social; sin embargo, su desarrollo 
es inferior al que han logrado aquellas vinculadas al entretenimiento. El potencial 
económico y social de las aplicaciones electrónicas estriba en su utilización avanzada, 
pero esta es solo factible con una alta velocidad de Internet de banda ancha, la 
que depende del tipo de infraestructura y tecnología de la red.

La prestación continua y segura de servicios sociales precisa de altos estándares 
de conectividad asociados a una infraestructura adecuada. Los requerimientos 
de conectividad de las aplicaciones en los sectores de salud y educación son 
particularmente elevados en cuanto a velocidad y latencia (es decir, la demora en 
la comunicación debido a retrasos en la transmisión de datos). Ambos servicios 
requieren de un alto nivel de banda ancha (Gráfico 5.5). 
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Gráfico 5.5. Requerimientos de ancho de banda según tipo  
de aplicación 

Kbps: kilobits por segundo.

Mbps: megabits por segundo.

Gbps: gigabits por segundo.

Fuente: Elaboración CEPAL con base en OECD (2009b), Friedrich et al. (2009)  
y Athens Information Technology de Cisco Systems.

http://dx.doi.org/10.1787/888932510922

Como se puede observar en el Gráfico 5.5, las aplicaciones de teleducación, 
telemedicina y telepresencia son las que precisan mayor ancho de banda y su 
sensibilidad a la latencia es alta. Las aplicaciones de videoconferencia, mundos 
virtuales y juegos (de alta y baja definición) tienen requerimientos intermedios 
de ancho de banda y alta sensibilidad a la latencia. En cambio, los flujos de audio, 
video y alta definición presentan, en ese orden, crecientes requerimientos de ancho 
de banda y comparten una sensibilidad intermedia a la latencia. Las aplicaciones 
de descarga de video y redes sociales presentan variados requerimientos de ancho 
de banda y una sensibilidad baja a la latencia. Para las aplicaciones de navegación 
y correo electrónico puede ser suficiente con una conexión de banda estrecha y su 
sensibilidad a la latencia es baja.

Las aplicaciones de banda ancha contribuyen a mejorar la gestión pública por su 
capacidad de agilizar el funcionamiento interno de las unidades administrativas, 
facilitar la provisión de servicios al ciudadano y ofrecer acceso a la información. 
El desarrollo de servicios transaccionales integrados demanda la reestructuración 
de procesos de gestión interna, así como de la infraestructura de redes, sistemas 
y equipos que soporten esta actividad. La conectividad permanente hace  
posible, por ejemplo, plataformas más avanzadas de ventanilla única para la 
contratación pública.

El potencial económico y social de las aplicaciones electrónicas está estrechamente 
relacionado con su utilización avanzada, la que solo es posible mediante velocidades 
altas de Internet de banda ancha. Estas son determinadas por el tipo de infraestructura 
y tecnología de la red. A pesar del progreso experimentado por la infraestructura 
de telecomunicaciones y del desarrollo de los servicios TIC en los últimos 20 años, 
la región enfrenta desafíos para capturar el beneficio que trae consigo la banda 
ancha como plataforma de desarrollo económico y social, en especial por la brecha 
creciente en la adopción de Internet de alta velocidad (Gráfico 5.6).
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Gráfico 5.6. América Latina y el Caribe y ocde: suscriptores de 
banda ancha fija y móvil respecto de la población
(En porcentajes)

	 Fija	M óvil

Nota: Promedios regionales simples.

Fuente: Observatorio Regional de Banda Ancha (ORBA) con base en datos de la UIT.
http://dx.doi.org/10.1787/888932510941

5.3.2	 Políticas públicas para la masificación de 
las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones (TIC)

Frente a las múltiples demandas por recursos públicos que enfrentan los países de 
la región, las políticas públicas de telecomunicaciones, en especial las de Internet 
de banda ancha, deben incentivar la intervención eficaz del sector privado en el 
despliegue de infraestructura y servicios de banda ancha. En este esquema, el rol 
del Estado se enfoca en la reforma de los marcos regulatorios para avanzar en una 
convergencia tecnológica24, orientar las inversiones, atender fallas de coordinación y 
realizar inversiones complementarias a fin de maximizar las externalidades positivas, 
asegurar el cumplimiento de objetivos de equidad social y fomentar la competencia. 
En particular, en el ámbito regulatorio se necesita modernizar y adecuar el ambiente 
de convergencia tecnológica (Cuadro 5.1).

Sin embargo, la inversión privada en infraestructura de telecomunicaciones resulta 
insuficiente para maximizar los beneficios del sistema de banda ancha. Inversiones 
inferiores a lo socialmente eficiente no permiten alcanzar los niveles mínimos de 
adopción necesarios para lograr una masa crítica de usuarios que optimice el impacto 
positivo del uso de la banda ancha. Las inversiones subóptimas se dan a causa de 
externalidades en la producción y consumo de banda ancha que no pueden ser 
capturados en la rentabilidad privada, economías de escala y costos sumergidos 
en el despliegue de redes de fibra óptica así como dificultades en la identificación 
y agregación de la demanda en zonas marginales25. Esto retrasa el despliegue de 
redes de alta capacidad y perjudica los objetivos de inclusión social26.

5.3.2.1	 Coordinación intersectorial

Las iniciativas para el desarrollo de banda ancha que no incorporen una perspectiva 
estratégica debilitan la coordinación de los sectores involucrados y dificultan una 
eficiente asignación de recursos. Los planes nacionales para el desarrollo de banda 
ancha deben concitar un alto compromiso político, establecer mecanismos de 
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Cuadro 5.1. Papel del Estado en el desarrollo del sistema  
de banda ancha

Ámbitos Objetivos Herramientas

Complementariedades 
sistémicas

Corrección de fallas de 
coordinación para la 
articulación entre sectores y el 
desarrollo de sinergias.

Estrategia nacional de 
banda ancha. Incentivos a 
la demanda y promoción de 
capacidad absorción. Fomento 
a servicios de gobierno 
electrónico y contenido local.

Equidad en el acceso  
y en el uso

Masificación del acceso y uso 
para aprovechar externalidades 
positivas, entre ellas efectos 
de red.

Inversión pública en redes 
troncales. Rediseño y 
utilización de los recursos 
de los fondos de servicio 
universal. Programas de 
compra de ordenadores y de 
acceso público.

Gestión de recursos Asignación y gestión 
eficiente de recursos como 
el espectro radioeléctrico, las 
servidumbres, la numeración y 
los nombres de dominio.

Liberalización y flexibilización 
del uso de espectro. 
Aprovechamiento de la 
infraestructura estatal. Facilitar 
el acceso a postes, ductos y 
derechos de vía.

Normativa y  
regulación

Modernización y adecuación 
del entorno normativo y 
regulatorio a un ambiente de 
convergencia tecnológica.

Agilizar y flexibilizar el 
otorgamiento de licencias. 
Neutralidad tecnológica 
(licencia única). Estrategia 
de compartir infraestructura. 
Definición del régimen de 
interconexión IP.

Difusión de la 
innovación tecnológica

Aceleración de procesos de 
aprendizaje, incremento de 
la capacidad de innovación 
y difusión de las mejores 
prácticas tecnológicas para 
permitir saltos en el proceso de 
desarrollo.

Programas de alfabetización 
digital y formación de capital 
humano. Apoyo a la adopción 
de tecnologías y capacitación 
a micro y pequeñas empresas. 
Fomento a los vínculos entre 
la academia y la industria de 
las TIC.

Política pública Adecuación del enfoque de las 
políticas públicas a un entorno 
altamente dinámico, evolutivo 
e innovador.

Coordinación regional de 
políticas y estandarización. 
Mecanismos de seguimiento 
de resultados. Reducción de 
la carga fiscal sobre el sector 
telecomunicaciones. 

Fuente: Jordán, Galperin y Peres (2010). 

pesos y contrapesos y de rendición de cuentas, especificar metas realistas y definir 
responsabilidades con claridad. Esto facilita la obtención de financiamiento de 
mediano y largo plazo para el cumplimiento de las metas establecidas. La duplicación 
de esfuerzos se puede evitar con consultas a un amplio conjunto de actores privados 
(en particular a los involucrados en la provisión de infraestructura y operación de 
los servicios), de la sociedad civil y otras agencias de gobierno. 

5.3.2.2	 Inversión pública

Las inversiones públicas en infraestructura básica de telecomunicaciones deben 
complementar las inversiones del sector privado. Por ejemplo, inversiones públicas 
en redes interurbanas de transporte de datos bajo el modelo de acceso abierto y 
no discriminatorio permiten impulsar la inversión privada en el segmento de última 
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milla, o tramo final de la línea de telecomunicación27. En especial, es necesario 
considerar el despliegue de fibra óptica en los planes nacionales, subnacionales y 
metropolitanos de infraestructura.

La inversión pública debe focalizarse en los segmentos no competitivos y las zonas 
donde la rentabilidad privada es reducida o nula. Por ejemplo, que el Estado invierta 
en redes alternativas de transporte de datos es una herramienta útil para superar 
cuellos de botella en ciertos segmentos del mercado (en particular, en las redes 
troncales). Además, la inversión pública puede contribuir a cerrar brechas y atender 
objetivos de desarrollo regional en regiones pobres o de baja densidad poblacional, 
donde existen dificultades para agregar la demanda y capturar externalidades, lo 
que se traduce en déficits de inversión privada28. 

En América Latina existen diversas estrategias de financiamiento tendientes a 
minimizar el impacto que ejercen sobre las cuentas fiscales las iniciativas de inversión 
pública directa. La mayoría de estas iniciativas se orienta en redes troncales con 
recursos del gobierno central o, en ciertos casos, de gobiernos locales. Muchas de 
estas estrategias no resultan en aumentos del gasto público directo sino que en la 
movilización de recursos existentes y en el aprovechamiento de las necesidades 
de conectividad del propio gobierno. 

La movilización de activos existentes permite reducir las inversiones y el 
aprovechamiento de tecnologías que aumentan la capacidad de transmisión del 
sistema de banda ancha sin desplegar nuevas redes físicas. El uso de redes de fibra 
óptica desplegadas en el ámbito estatal, como muestran las recientes iniciativas 
de Brasil y México para aprovechar las redes de fibra desplegadas en el control de 
la red eléctrica, optimiza la utilización de activos públicos y reduce la necesidad 
de nuevas inversiones29. Asimismo, el empleo de infraestructuras existentes o en 
construcción, como carreteras, para albergar elementos de las redes de banda 
ancha permitiría también reducir los requerimientos de inversión.

Las inversiones públicas en las redes de acceso propias del Estado reducen costos 
de conectividad futuros y aumentan el derrame hacia el conjunto de la sociedad si 
estas son también utilizables por hogares y empresas. En todos los países, el Estado 
es el mayor usuario de conectividad, dada su necesidad de conectar reparticiones 
públicas, bibliotecas, universidades, hospitales y escuelas en el territorio nacional. 
El desarrollo de infraestructura propia es, en algunos casos, una necesidad en zonas 
que no logran atraer inversiones privadas. 

Los recursos acumulados en los fondos de servicio universal pueden ser reorientados 
hacia la inversión con el fin de reducir los riesgos asociados a las iniciativas de 
conectividad de última milla. El financiamiento a microoperadores locales en el 
segmento de última milla permitiría acelerar la ejecución de los fondos, compartir 
riesgos con actores privados y optimizar el uso de recursos en función de la demanda 
local de conectividad30. A nivel internacional existe la tendencia a ampliar la base 
de financiamiento de estos fondos de servicio universal con objetivos redistributivos 
en el acceso a banda ancha31.

5.3.2.3	 Regulación en convergencia

La existencia de un modelo regulatorio no adaptable a la convergencia tecnológica 
y el escaso despliegue de fibra óptica explican en gran medida el rezago de América 
Latina respecto de los países de la OCDE en el acceso a banda ancha. La región 
tiene penetraciones de banda ancha que, en promedio, son 25% de la que se 
registra en la OCDE, con velocidades casi diez veces inferiores y precios 50% más 
elevados. Con el fin de favorecer la convergencia, el marco regulatorio en los países 
latinoamericanos debe adecuarse rápidamente al contexto tecnológico. Además, 
un mayor despliegue de fibra óptica implicaría requerimientos de anchos de banda 
que tienen servicios considerados más valiosos por la sociedad.
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Dado el dinamismo del avance de las tecnologías asociadas al sistema de banda 
ancha, es necesario revisar y adecuar permanentemente el marco normativo y 
regulatorio a los nuevos desarrollos tecnológicos. Se requiere flexibilidad en la 
regulación para una adaptación contante y brindar respuestas apropiadas para la 
celeridad de la modernización tecnológica32. Un entorno regulatorio adecuado y 
estructurado para preservar la seguridad jurídica facilita la inversión privada y la 
orienta hacia segmentos identificados como prioritarios.

Los regímenes jurídicos de la mayoría de los países de la región continúan 
orientados hacia una regulación por servicios, que no es plenamente adaptable 
a las necesidades de las tecnologías convergentes (Anexo 5.1). La convergencia 
trae consigo un conjunto de desafíos como la sostenibilidad y escalabilidad de 
las redes y servicios que prestan los operadores. Tales retos solo pueden ser 
abordados si se efectúan modificaciones regulatorias que abarquen los servicios 
de telecomunicaciones en forma global, evitando establecer medidas segmentadas 
que pueden ocasionar asimetrías y distorsiones. Esto incluye otorgar al acceso a 
Internet de banda ancha un tratamiento regulatorio equivalente al que se aplica 
a otros servicios de interés público.

La regulación debe facilitar una transición eficiente, ordenada y paulatina desde las 
redes actuales a las redes de nueva generación, de acuerdo a las características 
tecnológicas y socioeconómicas individuales. Las inversiones para el despliegue de 
fibra óptica en las conexiones interurbanas y los anillos urbanos, que faciliten el 
servicio de última milla, se pueden incentivar a través de la regulación de acceso 
bajo un modelo de operador de red (common carrier). Esto puede permitir su 
utilización por los proveedores de Internet de banda ancha, facilitar la competencia 
y evitar la duplicación innecesaria de inversiones en infraestructura. 

5.3.2.4	 Administración eficiente de recursos de propiedad  
del Estado

Las características geográficas y demográficas de América Latina limitan el desarrollo 
de redes fijas, y así como la telefonía móvil permitió la masificación de los servicios 
de voz, se espera que la banda ancha móvil tenga similar evolución en las zonas 
de menor densidad de demanda. Entre las ventajas que la banda ancha móvil 
presenta para la región destacan las menores inversiones iniciales y la rapidez 
del despliegue de redes, la escalabilidad y adaptabilidad de las inversiones en 
infraestructura, así como la oportunidad de aprovechar el masivo despliegue de 
redes y terminales de telefonía móvil que han alcanzado coberturas muy superiores 
a las redes fijas de telecomunicaciones. 

Recursos tales como el espectro electromagnético son esenciales para el desarrollo 
de la telecomunicación móvil. La prestación de servicios móviles depende en gran 
medida de la disponibilidad de espectro ya que el acceso a este determina los 
costos de despliegue de infraestructura y la estructura competitiva del mercado. 
La gestión estatal del espectro electromagnético debe ser altamente eficiente para 
no generar barreras artificiales y otorgar concesiones con el objetivo de promover 
la competencia. 

Dada la escasez del espectro radioeléctrico disponible para operadores actuales y 
potenciales, lo que limita el despliegue de redes y la calidad de los servicios de banda 
ancha móvil, la gestión eficaz de este constituye un aspecto clave de las políticas 
sectoriales. Como la mayoría del espectro premium33 está asignado, es cada vez 
más difícil expandir los usos existentes o crear nuevos servicios. Sin embargo, la 
evidencia sugiere que esta escasez es parcialmente artificial, puesto que algunas 
fracciones del espectro usadas por operadores en otras regiones, en América Latina 
y el Caribe no se utilizan o están subutilizadas. En zonas urbanas, la combinación 
de anillos de fibra óptica de acceso compartido y abierto con tarifas reguladas y 
segmentación funcional, puede ser una opción para obtener la capacidad de la fibra 
y la versatilidad y competencia de las soluciones móviles.
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5.3.2.5	 Adecuación del enfoque de las políticas públicas

Al promover el uso de los servicios de gobierno electrónico, el Estado puede cumplir 
un papel catalizador de la demanda de banda ancha. Las experiencias en el ámbito 
impositivo, de compras públicas y del sistema previsional son particularmente 
relevantes para los países de la región, muchos de los cuales han realizado grandes 
avances en estos ámbitos.

Los planes de estímulo a la compra de equipamiento y terminales pueden impulsar 
la adopción de tecnologías de comunicación para uso común. La adopción de la 
banda ancha requiere de inversiones complementarias por parte de los usuarios, 
entre las que destaca la adquisición de equipos terminales. Varios países de la región 
han adoptado iniciativas al respecto con incentivos tributarios y disponibilidad de 
crédito para la compra de ordenadores34. Esas experiencias deben intensificarse 
para ampliar el parque instalado de terminales.

Además de la brecha de acceso a los servicios de banda ancha, existe una brecha 
de demanda que comprende a los hogares y empresas que no se transforman 
en usuarios a pesar de tener recursos y acceso potencial a los servicios. Las 
iniciativas de alfabetización digital, capacitación de mano de obra y estímulo a las 
carreras técnicas buscan revertir este fenómeno mediante la formación del capital 
humano necesario para el aprovechamiento de los beneficios asociados al sistema 
de banda ancha. Los países de América Latina han adoptado múltiples iniciativas 
en este ámbito, lo que les abre la oportunidad de compartir experiencias exitosas 
y desarrollar acciones regionales conjuntas.

Una parte de la brecha de demanda se explica por el déficit de contenidos y 
servicios adaptados a las preferencias y requerimientos de hogares y unidades 
productivas en regiones desfavorecidas o con población poco atractiva para la 
oferta privada. La preferencia de estos consumidores por contenidos locales abre 
la oportunidad de desarrollar políticas de estímulo a la generación local de estos, 
así como de aplicaciones para impulsar la demanda de banda ancha. Por ejemplo, 
hay experiencias de estímulo público a la producción de contenidos en lenguas 
indígenas y sistemas de información para productores rurales. 

En el mediano plazo, el acceso compartido a la banda ancha continuará teniendo 
un papel muy significativo en la región a pesar del aumento sostenido del número 
de suscriptores individuales. Al Estado le compete un papel orientador para que los 
centros de acceso público, y en particular los que reciben recursos públicos, operen 
también como espacios de formación de capacidades y estímulo a la adopción de 
servicios electrónicos, así como de generación de contenidos locales. Diversas 
experiencias en la región reflejan el potencial de estos centros para fomentar la 
demanda de banda ancha y producir capacidades de uso, y sus resultados sugieren 
efectos positivos en la capacidad laboral y el rendimiento escolar35.

5.4	 Hacia una mayor eficacia de las políticas 
de infraestructura 

El rezago de infraestructura en la región hace necesaria la intervención del Estado 
a través de inversiones y políticas públicas que reviertan esta situación. Uno de 
los principales retos es lograr mayor coherencia y coordinación entre los actores 
relevantes en el área de infraestructura. En particular, es necesaria esta coordinación 
entre agencias de distintas instituciones pero de similares niveles de gobierno, 
agencias de diferentes niveles de gobierno, y actores públicos y privados. Por ejemplo, 
un mejor uso de infraestructuras existentes, como las de transporte, reduciría los 
costos de despliegue de las redes de banda ancha. Una mejor coordinación de 
políticas de transporte en las agencias del sector debería considerar las diferencias 
notorias de costos externos entre diferentes modos. 
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Más eficacia en el ciclo de las políticas públicas de infraestructura permite alcanzar 
un mayor nivel de desarrollo. Para identificar los cuellos de botella que limitan la 
efectividad de las políticas de infraestructura es preciso evaluar y reforzar el proceso 
de formulación de políticas en sus diferentes fases: priorización y planificación, 
ejecución, operación y mantenimiento. Esto requiere de la definición de un marco 
normativo que establezca pesos y contrapesos y establezca mecanismos de rendición 
de cuentas y transparencia.

En el sector de transporte, la priorización y planificación de proyectos debería 
apuntar a elevar la rentabilidad social de las obras a partir de un proceso de 
evaluación social, para lo que es determinante balancear la necesidad de nuevas 
obras y mantenimiento de las existentes.

En el sector de telecomunicaciones es conveniente acelerar la adecuación del marco 
regulatorio para su consistencia con un entorno de convergencia tecnológica. La 
normativa debería orientarse a mejorar el manejo de recursos de propiedad estatal, 
como el espectro electromagnético y la regulación de redes de fibra óptica con 
tarificación y acceso abierto. 

El Estado debe abordar la intervención del sector privado en la infraestructura con 
una visión estratégica, buscando las asociaciones e instrumentos más idóneos para 
aumentar la calidad de los servicios y bienes provistos. Una planificación y diseño 
adecuado de los proyectos indicaría cuándo la participación privada es deseable, 
sin que la transferencia de riesgos sea el único criterio para incluirla. Esta debe 
fomentarse en un ambiente que minimice los incentivos perversos de búsqueda 
de renta, resuelva las fallas de inconsistencia dinámica, mitigue los problemas 
de información y maximice los objetivos de eficiencia y calidad para la provisión 
de servicios. 

En el sector transporte es fundamental seguir un proceso de selección adecuado 
para la decisión de participación privada (como el análisis de value for money), un 
buen diseño en los contratos y una contabilidad fiscal que no favorezca la concesión 
respecto de una obra pública. Esto minimizaría las renegociaciones de concesiones 
y contribuiría a reducir considerablemente los costos fiscales encubiertos. 

En el sector de telecomunicaciones, en especial del servicio de Internet de banda 
ancha, se deben establecer mecanismos e incentivos para el despliegue de 
infraestructura donde este no es rentable desde el punto de vista privado, enfatizando 
el acceso abierto a estas redes. 

Tanto en el marco institucional como en la carrera pública en los sectores de 
transporte y telecomunicaciones son necesarias grandes reformas. Es fundamental 
avanzar con esquemas de contratación que estimulen la profesionalización, la 
especialización y el desarrollo de una carrera civil independiente del ciclo político 
y con capacidad de uso de herramientas modernas de planificación, seguimiento y 
evaluación36. Los órganos reguladores y las entidades responsables de la contratación 
de servicios e infraestructura requieren contar con mayores grados de autonomía que 
contribuyan a asegurar una mayor coordinación entre los actores involucrados.
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Anexo 5.1. Situación actual de la legislación de la convergencia en América Latina

País Normativa para Convergencia Características

Argentina Decreto Nº 764/2000 - Desregulación 
de las Telecomunicaciones

Establece la licencia única de telecomunicaciones; fija 
en 60 días el plazo para otorgarla; esta se otorga sin 
límite de tiempo y habilita la prestación de cualquier 
tipo de servicio, con o sin infraestructura propia.

Bolivia (Estado 
Plurinacional de)

Ninguna

Brasil Regulamento do Serviço de 
Comunicação Multimídia, Resolução 
N° 272, de 9/8/2001

Define la Licencia para Servicio de Comunicaciones 
Multimedia (SCM); separa la red de los servicios SCM; 
provee derecho a numeración y a otros recursos al 
SCM.

Chile Ninguna expresa La Ley N° 18.168, del 2 de octubre de 1982 que se 
enfoca en las redes más que en los servicios prestados 
sobre estas favorece a los paquetes de servicios.

Colombia Ley 1341, 30 de julio de 2009 (Ley de 
TIC)

Se incorpora el concepto de habilitación general para 
provisión de redes y servicios; cesión de permisos para 
uso del espectro; neutralidad tecnológica.

Costa Rica Ley General de Telecomunicaciones Nº 
8642, 4 de junio de 2008

Introduce principios de neutralidad tecnológica y 
convergencia; promueve el uso libre de bandas de 
frecuencia; requiere solo una autorización para prestar 
servicios de telecomunicaciones; la tramitación de 
autorización es en un máximo de 2 meses; ampliación 
de oferta de otros servicios mediante simple notificación 
al regulador.

Cuba Ninguna

Ecuador Ninguna

El Salvador Ninguna

Guatemala Ninguna

Haití Ninguna

Honduras Ninguna

México Acuerdo de Convergencia de Servicios 
Fijos de Telefonía Local y Televisión 
y/o Audio Restringidos de 3 de 
octubre de 2006

Establece la prestación de voz, datos y video en 
convergencia tecnológica como línea estratégica; 
promueve la convergencia entre redes alámbricas e 
inalámbricas; permite que los concesionarios puedan 
determinar qué parte de las bandas de frecuencias 
otorgadas se usan para otros servicios.

Nicaragua Acuerdo Administrativo Nº 004-2005 
de 7 de enero de 2005, Reglamento 
General de Interconexión y Acceso

Define expresamente el acceso a NGN (redes de nueva 
generación), números no geográficos, itinerancia, 
traslación de direcciones IP (Internet protocol, protocolo 
de internet que identifica cada ordenador) y temas 
relativos a un entorno de siguiente generación.

Panamá Ninguna

Paraguay Ninguna

Perú Ley Nº 28737 de 17 de mayo de 2006 Promueve la convergencia de redes y servicios; 
introduce la concesión única a ser materializada 
mediante contrato.

República 
Dominicana

Ninguna

Uruguay Ninguna

Venezuela 
(República 
Bolivariana de)

Ley Orgánica de Telecomunicaciones 
del 1 de junio de 2000

Introduce esquema simplificado de título habilitante 
general; la adición de servicios se produce mediante 
modificación de atributos del título; el regulador dispone 
de tiempo limitado para procesar la solicitud.

Fuente: Bustillo (2010), “Propuesta para la estructura del regulador en convergencia”, presentación en la XIII Cumbre Regulatel-AHCIET.
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Notas

Perrotti y Sánchez (2011).1.	

Calderón y Servén (2010).2.	

Gayá y Campos (2009).3.	

Perrotti y Sánchez (2011) y Balmaseda 4.	 et al. (2011).

Esta encuesta, realizada por el Centro de Desarrollo de la OCDE dirigida a los 5.	 policy-makers del sector 
transporte y planeación de infraestructuras de la región, apunta a identificar los principales cuellos de 
botella para una política efectiva de infraestructura en las diferentes fases de su proceso de formulación. 
Para esto, se analizaron las interacciones entre los diferentes agentes involucrados en el proceso de 
planeación de infraestructura (con énfasis en la infraestructura de transporte). Fue realizada en 2011 
en Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Paraguay, Perú, República Dominicana y 
Uruguay. Véase un análisis detallado de la encuesta en Gutiérrez y Nieto-Parra (2011). 

A diferencia de la percepción de los 6.	 policy-makers, los expertos creen necesario mejorar bastante la 
preocupación por las consideraciones de interés público. Esta diferencia puede explicarse por la percepción 
de los policy-makers de que se requiere satisfacer consideraciones de interés público al realizar obras 
de acuerdo a las peticiones de la población civil, mientras que en el índice de expertos, más amplio, se 
incorporan otros aspectos, tales como las percepciones de corrupción. (Berkman et al., 2009).

Nieto-Parra, S., M. Olivera y A. Tibocha (2011)7.	

Agénor (2009); Rioja (2003); Calderón y Servén (2010).8.	

Estos resultados se obtienen a partir de los modelos de deterioro de pavimento y de costos de operación 9.	
de vehículos usando HDM III y IV en el caso de Chile (Ministerio de Obras Públicas) y de México (Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes).

Para un análisis de la relación entre ciclo político e inversiones en América Latina, véase Nieto-Parra y 10.	
Santiso (2009).

En Chile se intentó sin éxito desarrollar instituciones que redujeran el sesgo en contra del mantenimiento 11.	
de infraestructuras. En 2007 se presentó un proyecto de ley creando una Superintendencia de Obras 
Públicas que requería que tanto la obra pública como la obra concesionada establecieran compromisos 
explícitos a nivel de servicio, los que se deben fiscalizar. (Bitrán y Villena, 2011).

Cipoletta, Pérez y Sánchez (2011).12.	

En este capítulo no se diferencia entre 13.	 concesión y asociación pública y privada (APP). Véase OECD 
(2008) para las similitudes y diferencias entre ambas modalidades.

Para una descripción detallada véanse Guasch, Laffont y Straub (2007) y Engel, Fischer y Galetovic (2003).14.	

La transferencia de riesgos financieros y de mercado al sector privado tiene costos que dependen de las 15.	
condiciones de desarrollo de los mercados de capitales lo que, entre otros factores, afecta el costo de 
financiamiento y el nivel de competencia en los procesos de licitación.

Véase OCDE (2008) para una comparación entre países de la OCDE y de América Latina. Incluso en 16.	
Chile, cuyo Sistema Nacional de Inversiones fue pionero en la región, los proyectos concesionados están 
por ley eximidos de ingresar en la fase de evaluación a este sistema y tampoco se realiza un análisis 
adecuado de value for money.

Véanse Donaghue (2002) y Engel, Fisher y Galetovich (2009) para una discusión detallada sobre  17.	
el tema.

Por ejemplo, en el Reino Unido se consideran aspectos de “propiedad” además de “transferencia de riesgos 18.	
al sector privado” para definir si los proyectos deben ser incorporados en el balance público, mientras que 
en Nueva Gales del Sur (Australia) se determinó que los activos y pasivos financiados de forma privada 
para el tratamiento de aguas deben pertenecer al balance del sector público (Irwin, 2007).

Véanse Economist Intelligence Unit (2010) y Bitrán y Villena (2011) para una revisión reciente sobre 19.	
estos aspectos.
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Por ejemplo, en Mercosur, la participación del ferrocarril y del cabotaje marítimo y fluvial representa 20.	
alrededor de un tercio de la de Estados Unidos y Canadá. De forma más general, mientras que el índice 
de Herfindahl-Hirschman (IHH) normalizado de Colombia es de 0,20, el de Argentina de 0,32 y el del 
Mercosur de 0,29, para Estados Unidos es de sólo 0,02. 

Nieto-Parra, Olivera y Tibocha (2011).21.	

En 2005, cerca de 60 000 contenedores con origen en o destino a Costa Rica utilizaron vías terrestres (no 22.	
acondicionadas) para evitar los problemas de ineficiencia y congestión del Puerto de Limón y buscando 
mejores servicios portuarios en Panamá, lo que representó entre USD 70 millones y USD 100 millones 
en costos adicionales (Schwartz et al., 2009). 

Por ejemplo, véase a Steffensen y Trollegaard (2000) para una muestra de países africanos.23.	

La convergencia tecnológica se entiende como la posibilidad de provisión sobre múltiples redes de los 24.	
servicios tradicionales de comunicaciones como de las innovaciones en transmisión de voz, datos, sonido 
e imagen.

Rosston, Savage y Waldman (2010).25.	

Berkman Center (2010).26.	

Yongsoo, Kelly y Raja (2010). 27.	

Qiang (2009).28.	

Véase Flores-Roux y Mariscal (2010) para un análisis de la experiencia de México.29.	

Galperin y Bar (2007).30.	

Por ejemplo, el plan nacional de banda ancha de Estados Unidos busca aumentar las fuentes de 31.	
financiamiento para el servicio universal mediante la formación de fondos en cada fase de su aplicación. 
Canadá emplea un sistema que grava un amplio rango de servicios de telecomunicaciones y relacionados, 
a la vez que reduce la tasa del impuesto a los operadores. Este mecanismo es considerado más sostenible 
a largo plazo, pues introduce menores distorsiones en el mecanismo de precios.

La adopción de tecnologías como telefonía móvil o Internet comercial fue del orden de 60% en 15 años, 32.	
mientras que la telefonía fija tardó 75 años en llegar a ese mismo nivel.

El espectro o las frecuencias 33.	 premium son aquellas bandas del espectro radioeléctrico altamente demandas 
por la industria debido a sus características de propagación, la posibilidad de trasladar un alto volumen 
de información y la capacidad de atravesar con relativa facilidad obstáculos como paredes y follaje. 
Generalmente se ubican entre los 600 megahertz (MHz) y los 3 gigahertz (GHz). Frecuencias situadas por 
debajo de ese límite tienen baja capacidad para acarrear grandes volúmenes de información y aquellas 
por encima cuentan con poco alcance y no pueden atravesar obstáculos.

Laplane 34.	 et al. (2007).

Rojas Mejía (2010).35.	

OCDE (2010) muestra un buen ejemplo en la profesionalización de unidades de APP.36.	
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CAPÍTULO
SEIS
Institucionalidad para la innovación  
y el desarrollo productivo

Resumen

Tras un período de reformas estructurales orientadas a la apertura comercial y 
las exportaciones, América Latina ha vuelto a poner el foco de sus estrategias en 
la innovación y el desarrollo productivo. La región busca insertarse de manera 
exitosa en la economía del conocimiento y para lograrlo deberá avanzar hacia 
una mayor coordinación de sus acciones en estos ámbitos. Los cambios en los 
mercados mundiales y los nuevos paradigmas tecnológicos reconfiguran y tornan 
más complejos los espacios en que deben actuar los gobiernos, las empresas, 
los actores del campo científico y tecnológico y la sociedad civil. A pesar de estas 
dificultades, diversos países han logrado avances ingentes en este escenario a 
través de instituciones, metodologías y herramientas creadas para enfrentar el 
desafío de la innovación y el cambio tecnológico. A fin de afianzar estos logros y 
emprender acciones concretas, la región debe favorecer el surgimiento de nuevos 
modelos de gobernanza, una institucionalidad más fuerte y modelos de políticas 
públicas capaces de movilizar a los diversos actores de los sistemas nacionales de 
innovación y de la actividad productiva, para alcanzar un renovado compromiso del 
sector privado con las tareas de investigación y desarrollo e innovación.
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6.1	 Introducción

El desafío de un crecimiento sostenible e inclusivo supone la introducción de nuevos 
y mejores productos, procesos, modelos de negocio, formas organizacionales y 
la creación de empresas. Para avanzar en este terreno es necesaria una mayor 
coordinación entre las políticas de innovación y las de desarrollo productivo y 
empresarial, nuevas formas de gobernanza de las políticas públicas y un renovado 
compromiso del sector privado con un estilo de crecimiento basado en el conocimiento 
y la innovación. 

Este capítulo se divide en tres secciones, además de esta introducción. En la 
primera sección se presenta una breve revisión de las principales tendencias en 
innovación y desarrollo productivo en la región. La segunda sección se concentra en 
el análisis de los avances y desafíos más destacados en materia de modernización 
del Estado para la innovación. Se identifican al respecto cuatro áreas en las cuales 
los países de la región registran progresos en la capacidad del Estado para poner 
en práctica políticas más efectivas: la evolución hacia modelos de política enfocados 
en sistemas de innovación, la introducción de nuevos modelos de gobernanza, los 
nuevos instrumentos para el financiamiento y la transferencia tecnológica, y el 
fortalecimiento de las capacidades de gestión de las políticas de innovación. En la 
tercera sección se exponen algunas conclusiones y recomendaciones para consolidar 
los avances recientes.

6.2	 Principales tendencias en innovación y 
desarrollo productivo

En la última década se ha registrado un nuevo impulso a la agenda para la innovación 
en América Latina. Después de la década de los noventa, en que los países de 
la región privilegiaban los modelos de crecimiento basados solo en la estabilidad 
macroeconómica y en el control de la inflación, la innovación y el desarrollo productivo 
han recobrado su lugar prioritario en las estrategias de desarrollo. 

La innovación es un proceso sistémico que deriva de interacciones voluntarias e 
involuntarias entre actores que operan bajo esquemas e incentivos diferentes. 
Por ejemplo, las empresas responden a estrategias competitivas y de mercado, 
mientras que las universidades, centros de investigación y laboratorios actúan sobre 
la base de criterios distintos, no necesariamente volcados a la aplicación industrial 
de los avances del conocimiento1. Las empresas, junto con las instituciones y los 
mecanismos de incentivos, las reglamentaciones y las infraestructuras disponibles, 
son los factores determinantes de la calidad e intensidad de las relaciones entre 
los actores de los sistemas nacionales de innovación. 

La región necesita estimular el fortalecimiento de los sistemas nacionales 
de innovación que, en su mayoría, están en una fase incipiente de desarrollo, 
caracterizada a menudo por la existencia de islas de excelencia tecnológica en 
contextos de muy baja productividad y escaso desarrollo empresarial. Es fundamental 
estimular las capacidades científicas y tecnológicas endógenas, incrementar la 
habilidad de transformar estos avances en oportunidades de negocio orientadas a 
la competitividad y generar empleos de calidad tanto para atender a las demandas 
domésticas como al mercado internacional.

Los avances y desafíos que tienen en la actualidad los países de América Latina en 
materia de innovación y desarrollo productivo pueden resumirse en siete asuntos 
principales:
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La brecha en productividad respecto de los países desarrollados es un problema 1)	
persistente y la región necesita elevar su inversión para lograr cerrarla. Por 
ejemplo, al comparar la dinámica de la productividad del sector manufacturero 
de América Latina con la de Estados Unidos se comprueba que la brecha con 
la frontera tecnológica no solo no se cierra, sino que en los últimos años se 
amplía2. Esto es atribuible a que, por un lado, la productividad laboral en la 
región ha crecido a una tasa del 2% anual entre 2003 y 2007 y, por el otro, a 
que en Estados Unidos la tasa de crecimiento de la productividad ha aumentado 
desde un 3% a un 5% anual a partir de mediados de los años noventa, sobre 
todo por los cambios y la modernización en los procesos de producción, debido 
a la creciente incorporación de tecnologías de la información y comunicación 
en la gestión empresarial3. 

La capacidad de un país de cerrar la brecha en productividad depende de la 2)	
especialización productiva y del patrón de inserción que tenga en los mercados 
mundiales 4. El rezago de América Latina se aprecia tanto a nivel cuantitativo 
—dada la brecha de productividad—, como a nivel cualitativo debido a la 
alta especialización sectorial en actividades intensivas en recursos naturales 
(Gráfico 6.1). El bajo crecimiento de la productividad se asocia a la ausencia 
de un cambio estructural sustantivo. 

En la región, los sectores intensivos en recursos naturales siguen representando el 
60% del valor agregado manufacturero total, mientras que en los Estados Unidos 
se registra un fuerte incremento de los sectores intensivos en conocimiento, que 
han llegado a representar el 60% del valor agregado total de la manufactura, lo 
que transformó la composición sectorial de la industria. Debido a este cambio, este 
país prácticamente duplicó su productividad laboral entre 1990 y 20075. 

Gráfico 6.1. América Latina y Estados Unidos: especialización 
productiva y productividad laboral, 1990-2007
(En porcentajes)

Nota: El eje vertical mide la cuota acumulada del valor agregado de cada sector en el total manufacturero. El 
eje horizontal mide la productividad laboral (en dólares constantes de 1985) de cada sector manufacturero. Los 
sectores intensivos en recursos naturales, mano de obra e ingeniería corresponden a las actividades contenidas 
en las partidas 15-17, 20-21, 23-24 y 26-28; 18-19, 22, 25 y 36-37; 29-35 de la Clasificación Industrial Uniforme 
(CIIU Rev. 3), respectivamente.

Fuente: CEPAL (2010a).
http://dx.doi.org/10.1787/888932510960
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Los bienes primarios y las manufacturas basadas en recursos naturales 3)	
representan más del 50% de las exportaciones de la región6, por lo que aparece 
como prioritaria su diversificación y, por ende, de la estructura productiva. 
En los últimos años se ha producido un proceso de “commoditización” de 
las exportaciones, principalmente derivado del incremento de la demanda de 
bienes primarios relacionada con sus altos precios. La estructura exportadora 
de América Latina contrasta con la de muchos de los países de la OCDE que 
se caracterizan por la diversificación de sus productos y la concentración en 
manufacturas de tecnología alta y media. Dentro de la región se identifican 
fundamentalmente tres grupos de países: los del Cono Sur, concentrados 
en bienes primarios y manufacturas basadas en recursos naturales; los de 
Centroamérica, especializados en la exportación de manufacturas de mediana 
y baja tecnología derivadas de la industria manufacturera de exportación, y 
un grupo conformado por Costa Rica, Brasil y México, que presentan el mayor 
grado de diversificación regional en las exportaciones incluyendo manufacturas 
de mediana y alta tecnología.

Hay un desfase entre la oferta y la demanda de recursos humanos calificados 4)	
para la innovación. Se necesita tanto incrementar la calidad y la cantidad de 
recursos humanos para la innovación, como crear incentivos para la absorción 
laboral. Este desafío es crucial para todos los países de la región. Por ejemplo, 
Argentina y Uruguay se caracterizan por tener un alto nivel de formación y 
necesitan avanzar hacia una coordinación entre las políticas educativas y las 
de desarrollo productivo para mejorar la competitividad del sector productivo; 
en Brasil se apunta hacia un fortalecimiento de la intensidad tecnológica 
de su matriz productiva, mientras que los países más pequeños sufren un 
proceso intensivo de “fuga de cerebros” y necesitan atraer capital humano 
cualificado. 

América Latina invierte en investigación y desarrollo (I+D) un porcentaje del 5)	
producto que es menos de la cuarta parte de la proporción que destinan los 
países de la OCDE. La intensidad de la inversión en I+D en relación al producto 
interno bruto (PIB) ha pasado desde 0,5% en 2004 a 0,6% en 2008, un 
porcentaje bastante inferior que se registra en los países de la OCDE (2,2% y 
2,3%, entre los mismos años). La heterogeneidad de la inversión en I+D que 
realizan los países de la región se ha ampliado en los últimos años, ya que, 
por ejemplo, mientras que en los países de Centroamérica dicho indicador se 
ha mantenido en valores en torno al 0,1% del PIB, en Brasil ha aumentado 
sustancialmente y hoy es equivalente a un 1,2% del PIB. 
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Gráfico 6.2. América Latina y el Caribe y la OCDE (países 
seleccionados): inversión en investigación y desarrollo como 
proporción del PIB, 2004-2008
(En porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (UNESCO), véase [http://www.uis.unesco.org/pages/default.aspx] Red de Indicadores 

de Ciencia y Tecnología Iberoamericana e Interamericana (RICYT), véase [http://ricyt.org], y Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), véase [http://stats.oecd.org/index.aspx].

http://dx.doi.org/10.1787/888932510979

El sector privado invierte poco en innovación y en I+D. A diferencia de lo 6)	
observado en los países desarrollados, en las economías latinoamericanas hay 
un escaso esfuerzo del sector productivo en materia de innovación (Gráfico 
6.3). No podrá cerrarse la brecha en I+D sin un incremento sustancial de la 
inversión privada junto con un creciente y mejor apoyo por parte del sector 
público. Por esta razón resulta fundamental avanzar en el diseño de incentivos 
y políticas públicas que estimulen la inversión en actividades de innovación 
por parte del sector privado. Esto requiere una coordinación entre políticas 
tecnológicas y de innovación y las políticas de desarrollo productivo.

 0,0

 0,5

 1,0

1,5

2,0

2,5

Pa
ra

gu
ay

Co
lo

m
bi

a

Pa
na

m
á

Ec
ua

do
r

M
éx

ic
o

Co
st

a 
Ri

ca

Ch
ile

Cu
ba

A
rg

en
�n

a

U
ru

gu
ay

Br
as

il

A
m

ér
ic

a 
La

�n
a

y 
el

 C
ar

ib
e

O
CD

E

2004 2008



Institucionalidad para la innovación y el desarrollo productivo

154 perspectivas económicas de América Latina 2012 © OCDE/CEPAL 2011

Gráfico 6.3. América Latina y el Caribe, otros países emergentes y la 
OCDE: inversión en investigación y desarrollo como porcentaje del 
PIB y esfuerzo privado, 2007 o último año disponible
(En porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), véase [http://www.uis.unesco.org/pages/default.

aspx] Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Iberoamericana e Interamericana (RICYT), 
véase [http://ricyt.org], y Main Science and Technology Indicators (MSTI) de la Organización de 

Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), véase [http://stats.oecd.org/index.aspx].
http://dx.doi.org/10.1787/888932510998

Las firmas en la región concentran sus actividades científicas y tecnológicas en la 
adquisición de maquinarias y equipos, con excepción de las empresas brasileñas 
que invierten relativamente más en I+D. Es evidente el contraste con los países 
de la OCDE, donde el sector empresarial dedica un alto porcentaje de sus ventas a 
ampliar el acervo de conocimientos y formular nuevas aplicaciones (Gráfico 6.4). 
Esto explica el bajo grado de articulación de los sistemas de innovación en la región. 
Las encuestas de innovación reflejan que las empresas en América Latina tienen un 
nivel bajo de cooperación, en especial con los institutos de investigación científica 
y tecnológica. En México solo el 4,5% de las firmas innovadora colabora con los 
institutos en proyectos de I+D, y en los países donde esta propensión es mayor, como 
Argentina y Uruguay, el porcentaje no supera el 12%7. Esto se deriva principalmente 
de la especialización sectorial (con la mayoría de empresas en sectores de baja 
intensidad de conocimiento) y de la falta de cultura e incentivos para una mayor 
colaboración entre los institutos de investigación y el sector privado. El acceso a los 
mercados también es un factor importante entre los incentivos a la innovación; la 
existencia de programas de desarrollo empresarial que apoyen las exportaciones de 
empresas innovadoras es igualmente fundamental en la generación de un entorno 
que favorezca la inversión en innovación por parte del sector privado.
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Gráfico 6.4. Países de la región y de la ocde: inversión en 
actividades de innovación en el sector manufacturero respecto  
de las ventas, 2010
(En porcentajes)

Nota: De acuerdo con el Manual de Bogotá (2001), la tecnología incorporada en el capital incluye bienes de 
capital (maquinaria y equipo) que impliquen cambio tecnológico en la empresa y que estén vinculados a nuevos 
productos o procesos, y hardware. La tecnología desincorporada considera las licencias y transferencia de 
tecnología (patentes, marcas, secretos industriales, etc.), consultorías (para producción, productos, organización 
del sistema productivo, organización y gestión, finanzas, comercialización) y software. Por otra parte, la ingeniería 
y el diseño industriales incluyen los planos y gráficos orientados a definir procedimientos, especificaciones técnicas 
y características operativas necesarias para la producción de bienes tecnológicamente nuevos y la implementación 
de nuevos procesos.

Fuente: CEPAL/SEGIB (2010), Espacios iberoamericanos. Universidad y empresa: 
vínculos entre universidad y empresas para el desarrollo tecnológico, ECLAC/
Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), LC/G. 2478. Santiago de Chile.

http://dx.doi.org/10.1787/888932511017

Por su parte, el perfil innovador de las empresas en la región es heterogéneo. 
Existen diferencias profundas en el comportamiento innovador en función del 
tamaño de las empresas. Las pymes enfrentan mayores barreras a la innovación 
que las grandes empresas. De acuerdo a las encuestas nacionales de innovación, 
las firmas más pequeñas experimentan una serie de inconvenientes, como el acceso 
a los mercados de créditos, menor posibilidad de diversificar riesgos, problemas 
de escala y barreras a las exportaciones, que reducen sus posibilidades de invertir 
en actividades de innovación8. Para dinamizar la innovación en las pymes se 
requieren políticas públicas que eliminen o reduzcan los cuellos de botellas que 
estas enfrentan.

El patentamiento en la región es escaso, pero creciente. Sin embargo, los no 7)	
residentes patentan más que los residentes en América Latina. Los países de 
la región han incrementado el número de patentes solicitadas en las oficinas 
de patentes internacionales, pero están lejos de alcanzar el ritmo de los países 
asiáticos. Por ejemplo, mientras que en 1995 los países de América Latina y el 
Caribe registraron 196 patentes en la Oficina de Marcas y Patentes de Estados 
Unidos (USPTO), los países asiáticos, sin Japón, registraban paralelamente 
un total de 3.545; en 2009 la región asiática tiene 20.036, en tanto América 
Latina y el Caribe alcanza 290 patentes. Al mismo tiempo, las oficinas de 
patentes en los países de la región se han modernizado y mejoran en su oferta 
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de servicios y procedimientos. No obstante, son los no residentes quienes 
más solicitan y obtienen patentes en estas9. Para avanzar en el diseño de 
sistemas de gestión de la propiedad intelectual alineados con las estrategias 
de innovación y desarrollo empresarial en los países de la región resulta 
necesario apoyar la innovación.

Este breve panorama refleja una región que en su conjunto enfrenta grandes 
retos para alcanzar los niveles de competencias y capacidades necesarias para 
insertarse exitosamente en la economía global del conocimiento. Se observan 
avances importantes aunque circunscritos a ciertos sectores, territorios o grupos 
de empresas. Al mismo tiempo, los cambios en los mercados mundiales y los 
nuevos paradigmas —como tecnologías de la información y comunicación (TIC), 
biotecnología, nanotecnología y nuevos materiales— reconfiguran el espacio de la 
innovación e incrementan la complejidad y las formas de innovar. Estos nuevos 
paradigmas requieren de inversiones cuantiosas en materia de investigación y 
desarrollo y en actividades complementarias (servicios tecnológicos y empresariales, 
capacitación, infraestructura y desarrollo empresarial, entre otros). El diálogo 
entre empresas, universidades, sociedad civil y agencias del sector público es 
fundamental para diseñar mejores instrumentos y sumar recursos financieros con 
el fin de incrementar el impacto de la acción pública.

El escenario descrito supone grandes desafíos para el Estado y plantea la necesidad 
de una evolución en las políticas públicas y en las capacidades institucionales para 
apoyar la innovación. Además, se suman las expectativas de impactos en el corto y 
mediano plazo de las políticas de innovación sobre la competitividad en los mercados 
mundiales y la generación de empleo. Todo esto crea una presión adicional para 
priorizar la innovación en los programas de gobierno y también en los presupuestos 
asignados a la innovación, tanto por parte del sector público como del privado.

Las restricciones presupuestarias y la incertidumbre en relación a la dinámica de 
los mercados internacionales imponen la urgencia de políticas públicas gestionadas 
de manera más eficaz, para responder a un contexto en constante transformación. 
El logro de mayor transparencia, eficacia y efectividad en las acciones de política 
pública precisa de un apoyo al aprendizaje institucional en el diseño y ejecución 
de estas, así como de inversión en mejores capacidades institucionales y nuevas 
formas de gobernanza para facilitar su coordinación.

6.3	 Modernizar el Estado para la innovación: 
¿Qué avances se registran en la región?

Los países de la región han avanzado en la modernización del Estado para la 
innovación en cuatro áreas principales, como se señala en esta sección: i) introducción 
de modelos de política pública enfocados en el fortalecimiento de los sistemas 
nacionales de innovación; ii) nuevos modelos de gobernanza para la formulación 
de estrategias orientados a la generación de espacios de negociación y coordinación 
entre los distintos niveles de gobierno (coordinación vertical y horizontal); 
iii) nuevos instrumentos de políticas, entre los cuales destaca la introducción de 
nuevos mecanismos de financiación y de apoyo a la transferencia tecnológica; y 
iv) el fortalecimiento de las capacidades institucionales a nivel técnico y de gestión 
de política, como por ejemplo la creación de unidades de inteligencia estratégica 
para la definición de estrategias y evaluaciones de impacto.
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6.3.1	 Evolución de los modelos de política: del lineal de 
oferta a sistemas de innovación

En los últimos años, América Latina ha acumulado importantes experiencias, logrado 
avances en el diseño de las políticas, aunque con menor frecuencia en su ejecución, 
e introducido reformas institucionales para la gestión de las políticas de innovación, 
pero con ritmos y logros dispares. 

La experiencia de los países de América Latina en el diseño y la ejecución de las 
políticas de innovación se remonta a los años cincuenta (Cuadro 6.1). En un primer 
período, si bien no existía una política explícita de innovación, se crearon las bases 
para el desarrollo científico y tecnológico y la infraestructura institucional para la 
gestión de las futuras políticas en la materia. Surgieron en ese período los institutos 
de investigación y los consejos científicos orientados a facilitar la generación de 
capacidades científicas endógenas para apoyar las estrategias nacionales de 
industrialización. El objetivo era salir de la condición periférica de dependencia a 
través del progreso técnico, y la institucionalidad para las políticas de innovación 
se concentró en el lado de la oferta y la generación de conocimiento en sectores 
identificados como estratégicos para el desarrollo nacional10.

Hacia fines de los años ochenta se agota este modelo y las reformas estructurales 
introdujeron ciertos cambios, promoviendo la apertura comercial y el crecimiento 
liderado por las exportaciones. En este período las políticas públicas jugaron un 
papel marginal y los principales instrumentos fueron los incentivos orientados a 
la demanda para la dinamización del sector privado. Por un lado se racionalizó 
y modernizó la institucionalidad; se cerraron institutos para evitar duplicidad de 
esfuerzos y se introdujeron criterios de gestión más cercanos a los modelos privados 
y menos alineados con el mundo científico. También se redujeron algunas actividades 
complementarias importantes, como la provisión de servicios de extensión rural que 
facilitaban la absorción de los avances tecnológicos en la producción agrícola local, 
reduciendo así el impacto de los institutos públicos de investigación y su capacidad 
de transferir conocimientos al mundo productivo11. 

En el período más reciente, los países de la región han avanzado hacia modelos de 
políticas de innovación más elaborados y que se concentran en las interacciones entre 
los sectores científico y productivo, así como en asociaciones público-privadas para el 
desarrollo tecnológico. En un primer momento, la difusión del paradigma de las TIC 
absorbió gran parte de la agenda para la innovación. Los temas de acceso a las TIC 
y su utilización para la modernización del Estado, tanto para la gestión dentro del 
sector público como en la provisión de servicios, han sido centrales en las estrategias 
de varios países. Esto ha permitido avanzar en la modernización del Estado y en 
la generación de nuevas y mejores formas de gestión de la política pública y de 
su difusión. Las instituciones responsables de la formulación de políticas para la 
innovación, al igual que otros órganos gubernamentales, reformaron su gestión, lo 
que facilitó el avance hacia gobiernos más abiertos y capaces de dialogar de forma 
diferente con los usuarios. Esta modernización en algunos casos ha determinado un 
incremento en el costo de gestión de los institutos públicos por pagos de regalías 
y servicios informáticos. Además, en contextos de elevada heterogeneidad entre 
los actores del sistema, la transición hacia el gobierno electrónico ha ensanchado 
la brecha de acceso entre usuarios en función de sus capacidades y localización.

Un gran avance de las últimas décadas ha sido la incorporación del concepto de 
“sistema nacional de innovación” como marco de referencia para el diseño y la 
aplicación de las políticas en esta área. Dicho enfoque concibe la innovación como 
un fenómeno complejo, no lineal ni determinístico, que necesita de la interacción 
entre los diferentes actores que conforman el sistema nacional de innovación, 
como las empresas y las universidades y los centros de investigación, así como las 
instituciones públicas que establecen el sistema de gobernanza de los incentivos 
y de las interacciones entre los distintos agentes. 
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Cuadro 6.1. Principales modelos de políticas de innovación

Modelo linear 
de oferta

Modelo linear 
de demanda

Modelo de alianza 
público-privada

¿Hacia un nuevo 
modelo?

Período 

y estrategia de 
desarrollo nacional

Industrialización 
por sustitución de 
importaciones

Consenso de 
Washington, 
reformas 
estructurales, 
modelo de 
crecimiento 
liderado por las 
exportaciones

Post consenso 
de Washington y 
crecimiento apoyado 
por la difusión de 
nuevos paradigmas 
tecnológicos 
y liderado por 
exportaciones en 
recursos naturales

Fase de precios 
crecientes de los 
recursos naturales 
y post 2008, 
búsqueda de 
nuevas fuentes 
de crecimiento, 
economía verde y 
creciente papel de 
la demanda interna

Marco de referencia 
de las políticas 
de innovación

Estructuralista Fallas de mercado Sistemas nacionales 
de innovación

Sistemas 
sectoriales de 
innovación

Hipótesis de base Sector público como 
principal proveedor 
de conocimiento 
científico

Sector privado 
como motor del 
cambio técnico y 
de la innovación

Reconocimiento de la complementariedad 
del sector público y del privado en la 
generación y difusión del conocimiento

Enfoque sectorial Sí No No Sí

Patrón de difusión 
del conocimiento

Desde arriba 
hacia abajo

Desde abajo 
hacia arriba

Bidireccional Sistémico

Principales 
propuestas 
de política

Políticas 
centralizadas 
y selectivas 
en apoyo a las 
actividades para 
la creación de una 
industria nacional 
manufacturera

Políticas horizontales 
y mecanismo de 
incentivo orientados 
a la demanda 

(ausencia de 
política industrial)

Apoyo a la 
generación de 
consorcios y redes 
para la innovación 
y enfoque en 
las políticas de 
transferencia 
tecnológica 

(ausencia de 
política industrial)

Incentivos a la 
innovación con 
contrapartida del 
sector privado y 
enfoque sectorial 

(retorno de la 
política industrial)

Gobernanza 
y criterios de 
gestión de las 
instituciones de CTI

Modelo centralizado 
y orientado a 
la investigación 
científica. 
Predominio de la 
agenda científica y 
del sector académico

Sistema minimalista 
y prevalencia de 
mecanismos de 
mercado y criterios 
de eficiencia

Modernización 
en la gestión de 
las instituciones 
(racionalización y 
modernización), 
gradual transición 
hacia sistemas de 
gestión abiertos 
y participativos, 
desarrollo de 
mecanismos de 
cooperación entre 
el sector público 
y el privado 

Modelos de 
gobernanza de las 
instituciones más 
sofisticados; énfasis 
en mecanismos 
e incentivos para 
el diálogo en 
diferentes niveles de 
gobierno (horizontal 
y vertical) y 
entre los sectores 
público y privado 

Fuente: Primi, A. (2011), Science, Technology and Innovation Policies and Development: The Case of Latin America, UNU-Merit, próxima 
publicación, con base en Cimoli, Ferraz y Primi (2005).
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A su vez, lo anterior requiere de un modelo de política pública donde existan formas 
e incentivos para la colaboración y la alianza entre los sectores público y privado, 
tanto a nivel de estrategia como de financiación. Por esta razón se necesitan 
nuevas competencias en las instituciones responsables de la política de innovación 
y nuevos espacios de discusión donde pueda surgir la concertación de intereses 
distintos, como por ejemplo son los de la academia, del mundo empresarial y de 
la sociedad civil.

En un primer momento, la agenda de innovación redundó en una traducción 
simplificada del enfoque de los sistemas nacionales de innovación, focalizándose en 
el diseño de instrumentos para apoyar en esta área la colaboración entre los sectores 
público y privado. El retorno del crecimiento sostenido en ciertos países de la región, 
derivado en parte, de los precios crecientes de las materias primas y los recursos 
naturales, ha contribuido a intensificar la evolución de los modelos de política para la 
innovación, gracias a la existencia de potenciales nuevas fuentes de financiamiento 
junto con la necesidad de diseñar políticas para apoyar la diversificación competitiva. 
La utilización de las rentas derivadas de la explotación de recursos naturales para 
financiar la innovación requiere de modelos de gobernanza articulados y capaces de 
dialogar con los territorios en los cuales están los recursos naturales y con el sector 
privado. Al mismo tiempo, el incremento en la disponibilidad de recursos financieros 
para la innovación aumenta la presión sobre qué hacer y cómo hacerlo, requiriendo 
de mejores y más transparentes mecanismos de control y de evaluación.

Un sendero de crecimiento sostenido y sostenible requiere encontrar formas efectivas 
de interacción entre los sectores privado y público para apoyar la introducción 
de nuevos procesos, productos, modelos de negocios y formas de organizar la 
producción. Las políticas de innovación requieren avanzar hacia modelos que 
impulsen la generación de capacidades científicas y tecnológicas en sectores de 
frontera y fomenten la modernización del aparato productivo y la adopción de 
innovaciones marginales a fin de mejorar la competitividad de las empresas. Para 
su aplicación, tales modelos necesitan de capacidades institucionales elevadas en 
los distintos niveles de gobierno.

6.3.2	 Nuevos modelos de gobernanza para la formulación 
de estrategias

Existe una gran heterogeneidad institucional entre los países de América Latina en 
materia de institucionalidad para la innovación y su posicionamiento en la estructura 
de poder del gobierno. Solo cinco países poseen un ministerio de innovación: 
Argentina, Brasil, Costa Rica, Cuba y la República Bolivariana de Venezuela. En los 
demás países prevalecen modelos diferentes: consejos nacionales de innovación 
directamente dependientes de la Presidencia de la República, como ocurre en los 
casos de Chile y Nicaragua, entre otros; o consejos nacionales dependientes de 
distintos ministerios (industria o educación, en general), como en México y Perú.

Hay modelos institucionales con variados grados de complejidad e intensidad en 
cuanto a la frecuencia de las interacciones entre los distintos actores. El sistema 
de mayor densidad institucional es el de Brasil donde al Ministerio de Ciencia y 
Tecnología se suman, con un papel determinante y una alta coordinación a nivel 
de definición de estrategia y ejecución, el Ministerio de Desarrollo, Industria y 
Comercio Exterior, el Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES) y 
diversos organismos encargados de la ejecución de programas como la Financiadora 
de Estudios y Proyectos (FINEP) y el Consejo Nacional de Desarrollo Científico y 
Tecnológico (CNPq), que financian respectivamente programas de innovación en las 
empresas y programas de I+D. El modelo de Brasil incluye también una estructura 
de gobernanza que abarca diversos niveles, extremadamente articulada y muy 
heterogénea en el país, donde cada estado cuenta con fundaciones de apoyo a la 
I+D. En otros países de la región prevalecen modelos más simples, algunos más 
descentralizados (México) que otros (Chile).
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Un elemento común es que la innovación ocupa un papel central en las agendas 
públicas de desarrollo de casi todos los países de la región; aunque esta centralidad 
se registra más frecuentemente a nivel de debates y declaraciones que a nivel 
de asignación presupuestaria. El gran desafío es diseñar y ejecutar políticas de 
innovación que sean capaces, por un lado, de acompañar el cambio estructural, la 
diversificación productiva y la creación de nuevos sectores, y que, a la vez, fomenten 
la modernización y la competitividad en los sectores más tradicionales.

A su vez, persisten varias debilidades estructurales en la formulación de políticas 
de innovación que dificultan el avance en la región hacia modelos de políticas 
más pragmáticos y eficaces. Por un lado, la política de innovación requiere de un 
genuino apoyo financiero para viabilizar su ejecución. Por ejemplo, los recientes 
avances que se registran en el Uruguay en materia de institucionalidad y apoyo a 
la innovación han sido posibles gracias al respaldo que el Ministerio de Economía 
y Finanzas brinda a la estrategia nacional de innovación. 

Por otro lado, entre las debilidades que afectan el diseño de los instrumentos de 
política se destacan: i) escasa capacidad de planificación y tendencia a la asignación 
de recursos sobre la base de evaluaciones de corto plazo; ii) escasa capacidad 
de seguimiento y evaluación de los programas implementados; iii) insuficientes 
mecanismos de retroalimentación entre el diseño y la implementación, y iv) un 
excesivo foco en los inputs (más I+D y recursos humanos calificados, entre otros) 
y exigua atención a la definición de los resultados esperados (por ejemplo, número 
creciente de empresas exportadoras, más y mejores empleos, introducción de 
nuevos procesos productivos y/o servicio en el mercado). 

También se registra una baja sincronización de la estrategia de desarrollo productivo y 
empresarial con la política de innovación, aunque en algunos países de la región esta 
tendencia se está revirtiendo en los últimos años, en parte gracias a la introducción 
de fondos sectoriales para la innovación.

Por otra parte, en años recientes se ha priorizado una serie de reformas en la 
gobernanza y en la gestión de la política de innovación para fortalecer la capacidad 
del Estado de apoyar la innovación en el nuevo escenario económico mundial. 

La mayoría de los países ha creado nuevas instituciones y/o nuevos modelos de 
gobernanza para la formulación de estrategias de innovación. Es el caso de la 
Argentina, donde en 2008 se creó el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación 
Productiva para fomentar el desarrollo productivo y la innovación y apoyar la 
transición hacia un modelo que apunte a la colaboración entre los sectores científico 
y empresarial. Es también el caso de Chile, en que la creación del Consejo Nacional 
de Innovación para la Competitividad ha representado un avance significativo en la 
institucionalidad permitiendo, a través del Comité de Ministros para la Innovación, 
posicionar el tema como asunto prioritario en la agenda de gobierno.

La demanda creciente por la formulación de estrategias de innovación conlleva la 
necesidad de crear nuevos espacios para la coordinación vertical y horizontal. De 
hecho, la innovación constituye cada vez más una preocupación transversal que 
ocupa un lugar importante en distintas agendas de los ministerios sectoriales, 
como los de salud, energía, medio ambiente y educación, más allá de la tradicional 
relación con el desarrollo productivo agrícola y manufacturero.

Existe una necesidad creciente de generar espacios de coordinación entre las distintas 
agendas sectoriales (de los varios ministerios) para incrementar la efectividad de 
la acción pública. Esto incrementa la complejidad de la gestión de las políticas de 
innovación que requiere de diferentes herramientas de política pública. Brasil ha 
respondido a estos desafíos creando espacios de coordinación entre la política de 
innovación y la política de desarrollo productivo. El alineamiento entre el Ministerio 
de Ciencia y Tecnología, el Ministerio de Desarrollo, Industria y Comercio Exterior y 
el BNDES representa un claro avance en el diseño institucional. Al mismo tiempo, 
en línea con la estrategia nacional reciente de crecimiento con inclusión social, el 
Ministerio de Ciencia y Tecnología ha apoyado el fortalecimiento institucional en 
los Estados del Brasil para favorecer la diversificación productiva e incrementar la 
densidad científico-tecnológica y productiva del país. 
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Recuadro 6.1. Nuevos modelos de gobernanza para la formulación 
de estrategias en la región: un breve resumen de las experiencias 
de Argentina, Brasil, Chile y México

Argentina destaca por su larga trayectoria de esfuerzos públicos destinados a fortalecer 
las capacidades domésticas en el campo de la ciencia, tecnología e innovación. Esto 
se remonta a la década de los cincuenta, cuando el país invierte en la creación de 
institutos públicos de investigación, como la Comisión Nacional de Energía Atómica 
(CNEA), el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), el Instituto Nacional 
de Tecnología Industrial (INTI) y el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas 
y Técnicas (CONICET). Recientemente, el país ha invertido en la generación de una 
nueva gobernanza para las políticas públicas. Entre las nuevas medidas que facilitan 
la articulación y la coordinación vertical y horizontal se destacan:

•	 Creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva (2008), 
al que se asigna la formulación de políticas y programas, la supervisión de los 
organismos destinados a la promoción, regulación y la ejecución de las políticas 
(Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica, ANPCYT y CONICET).

•	 Establecimiento del Gabinete Científico-Tecnológico (GACTEC) y el Consejo 
Institucional de Ciencia y Tecnología (CICYT) como instancias de coordinación de 
las políticas.

•	 Concentración en una misma agencia de la administración de fondos concursables 
para financiar investigación científica (Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, 
CONCYT) e innovación empresarial (Fondo Tecnológico Argentino, FONTAR).

Brasil cuenta con el Consejo de Ciencia y Tecnología (CCT) como instancia de 
formulación y concertación estratégica en el campo de la ciencia, tecnología e 
innovación, que informa directamente al Presidente de la República. El CCT tiene 
como tareas proponer una política de ciencia y tecnología para el país, formular 
planes, metas y prioridades; realizar evaluaciones y emitir opiniones sobre temas 
específicos de su incumbencia. Lo componen los ministros de estado relevantes en 
esta materia, representantes de los usuarios de ciencia y tecnología (universidades, 
institutos, regiones) y representantes empresariales. Lo preside el Presidente de la 
República y su secretario ejecutivo es el Ministro de Ciencia y Tecnología.

El Ministerio de Ciencia y Tecnología es responsable de ejecutar la política de ciencia 
y tecnología. Los brazos operativos para la ejecución de las políticas de innovación 
son el Consejo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (CNPq) orientado a 
fomentar la investigación científica y tecnológica, especialmente a través de becas y 
ayudas, y la Financiadora de Estudios y Proyectos (FINEP) que apoya las acciones de 
ciencia, tecnología e innovación de instituciones públicas y privadas. Asimismo deben 
mencionarse como actores clave la Coordinación de Perfeccionamiento de Personal a 
Nivel Superior (CAPES) que apoya la formación de postgrados y el Banco Nacional de 
Desarrollo Económico y Social (BNDES), ligado al Ministerio de Desarrollo, Industria 
y Comercio Exterior, que otorga financiamiento de largo plazo a proyectos que 
contribuyan al desarrollo del país (incluyendo iniciativas de apoyo al capital semilla y 
de riesgo y financiamiento directo de proyectos de innovación).

Existe también una multiplicidad de fundaciones estaduales e institutos tecnológicos 
de carácter público que desarrollan actividades de investigación y desarrollo y 
provisión de servicios tecnológicos. También es conocida la activa participación de 
empresas públicas (Petrobras y Embrapa, entre otras) en tareas de investigación y 
desarrollo de frontera.

En Chile, el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad (CNIC), creado 
en 2005, formula la estrategia de mediano plazo, y requiere de la presencia del 
sector académico y empresarial en la definición y cumplimiento de la misión.
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La coordinación intersectorial está garantizada por el Comité de Ministros (CM), 
presidido por el Ministro de Economía, y conformado por los ministros responsables de 
áreas relacionadas con la innovación, especialistas y representantes del sector privado 
y de la academia. El CM administra el Fondo para la Innovación y la Competitividad 
(FIC) —que recibe los recursos del royalty del cobre— y contrata con las agencias 
especializadas (Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT, 
y Corporación de Fomento de la Producción, CORFO, entre ellas) la ejecución de los 
programas priorizados.

El sistema de gobernanza de las políticas, que está en evolución, se erige sobre dos 
pilares: el Ministerio de Economía (que se ocupa de la innovación empresarial) y el 
Ministerio de Educación (encargado de la formación superior y de la investigación 
básica). 

La creación del CNIC y del CM ha permitido diversos logros: avanzar en el diseño 
de estrategias y de mecanismos de priorización; crear incentivos para la generación 
de capacidades institucionales de análisis y evaluación en materia de políticas de 
innovación; establecer, aunque de manera tentativa, mecanismos de alineación 
entre presupuesto y gasto en materia de innovación, y permitir el diseño de 
instrumentos de apoyo a la innovación focalizados y no horizontales (clusters). El 
sistema también presenta aún una serie de debilidades estructurales que requieren 
de una modernización institucional, entre las que destaca la baja capacidad del CNIC 
para involucrar y generar compromisos por parte del sector privado y su escaso 
alineamiento con el Ministerio de Hacienda (Dirección de Presupuesto) para la 
priorización de los gastos.

En México, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT) es la entidad 
asesora del Poder Ejecutivo Federal especializada en la articulación de políticas 
públicas del Gobierno Federal y en la promoción del desarrollo de la investigación 
científica y tecnológica, la innovación, el desarrollo, y la modernización tecnológica.

El CONACYT, organismo principal de gestión estratégica de la política de innovación, 
ha introducido fondos sectoriales para el apoyo a la innovación destacando la voluntad 
de incrementar el apoyo a la innovación. Posee una estructura bien desarrollada con 
sedes en cada Estado y con capacidades acumuladas en la movilización de actores 
locales para la competitividad empresarial. Entre sus tareas principales se encuentran 
la promoción de la investigación básica y aplicada, la gestión de programas de 
formación de recursos humanos calificados y el fomento a la innovación productiva.

Existen asimismo consejos estatales de ciencia y tecnología en los distintos estados, 
los que a su vez se coordinan con el nivel federal a través de la Conferencia 
Nacional de Ciencia y Tecnología. México cuenta también con un conjunto de centros 
de investigación coordinados por CONACYT, tarea que se suma a la actividad de 
las universidades públicas. Esto se complementa con un conjunto de organismos 
prestadores de servicios científicos y tecnológicos y de vinculación entre empresas y 
entidades tecnológicas (información, consultoría, capacitación), tales como el Fondo 
de Información y Documentación para la Industria (INFOTEC) y la Cámara Nacional 
de la Industria de Transformación (Canacintra). 

Fuente: OECD (2011), Hacia un mecanismo para el diálogo de políticas de innovación: oportunidades y 
desafíos para América Latina y el Caribe, Centro de Desarrollo de la OCDE, París, Francia.
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6.3.3	 Introducción de nuevos instrumentos para el 
financiamiento y la transferencia tecnológica

Un elemento clave en la aplicación de políticas de innovación y desarrollo productivo 
es el diseño de mecanismos de financiamiento para la innovación, sobre todo en 
aquellos países de la región que se caracterizan por un sector privado frecuentemente 
poco familiarizado con la importancia de la ciencia, tecnología e innovación para 
incrementar la productividad y la competitividad, y con una tradición más rentista 
ligada a la explotación de los recursos naturales.

Una política pública que procure impulsar la inversión en investigación, desarrollo e 
innovación (I+D+i) debe involucrar al sector privado en este proceso, considerando 
los cuellos de botellas más relevantes que enfrenta al adoptar sus decisiones de 
inversión (elevados niveles de incertidumbre asociados a las inversiones en I+D, 
altas tasas de interés y costos, escaso acceso al mercado de crédito sobre todo en 
el caso de las empresas de menor tamaño, reducidas posibilidades de vinculación 
con otras empresas, universidades o centros de investigación, dificultades en el 
acceso a mercados y en el desarrollo exportador, entre otros). 

Los incentivos a la inversión empresarial en I+D+i se pueden clasificar según varios 
criterios (Diagrama 6.1). Existen incentivos directos (fiscales, subsidios —aportes 
no reembolsables— y crédito subvencionado) o indirectos (para la formación de 
recursos humanos —formación técnica—, inversión en bienes públicos, polos, 
parques, incubadoras y centros de servicios tecnológicos, entre otros). A su vez, 
estos pueden ser horizontales o selectivos (por ejemplo, en función de su capacidad 
de discriminar a los beneficiarios por sector y tamaño de empresa). 

Los incentivos a la innovación pueden estar orientados por la oferta, en cuyo caso 
el sector público define previamente los estímulos tendientes a impulsar la inversión 
en investigación, desarrollo e innovación en las empresas o por la demanda, lo que 
ocurre cuando se realizan convocatorias públicas y el sector privado propone los 
proyectos de investigación e innovación.

Los recursos para financiar las actividades de innovación de las empresas pueden 
provenir del sector público a través de la reasignación de fondos o de préstamos 
multilaterales, o mediante fondos mixtos generados a partir del financiamiento del 
propio sector productivo (como ocurre en el caso del royalty minero de Chile o los 
fondos sectoriales del Brasil). En cuanto a las modalidades de financiamiento se 
identifican dos grandes líneas: créditos y subsidios o subvenciones. En ambas existe 
un gran número de variantes (por ejemplo, crédito concesional, de recuperación 
contingente o fiscal; subvenciones directas, como los aportes no reembolsables 
o “matching grants”; y subsidios indirectos, como los fondos destinados para la 
formación de recursos humanos). En cuanto a la manera de otorgar y gestionar 
los incentivos, básicamente existen dos formas contrapuestas: el régimen de 
ventanilla abierta, en cuyo caso, si los fondos son limitados, los primeros proyectos 
que se presentan tienen una mayor probabilidad de ser aprobados, y el régimen de 
concurso público según el cual existe un período de presentación de los proyectos 
en que se evalúan y se decide cuál se financiará.

La experiencia de países que han avanzado en el desarrollo científico y tecnológico 
indica que para reducir la brecha tecnológica se requiere combinar varios instrumentos 
de financiamiento con diferentes modalidades de créditos, así como otorgar subsidios 
directos e indirectos e incentivos fiscales. Una combinación adecuada de estos 
permitiría apoyar la modernización generalizada del sector productivo, la inclusión 
de instrumentos de fomento para las empresas que enfrentan mayores restricciones 
al financiamiento (como las pymes) o dar impulso al avance de nuevos sectores 
considerados prioritarios, para lo que resulta fundamental el desarrollo de actividades 
de prospectiva tecnológica.

No existe una combinación óptima de incentivos. La mezcla de instrumentos 
más adecuados dependerá, entre otros factores, de las prioridades estratégicas 
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y tecnológicas del país, las características de su sistema tributario12, la situación 
fiscal, su capacidad técnica y de si existe o no una banca de inversión. Para aumentar 
la efectividad del apoyo a las actividades de innovación y atender las diferentes 
necesidades es esencial combinar diversos instrumentos. Una opción son los créditos 
(que financian proyectos con bajo riesgo técnico y que requieren un cofinanciamiento 
por parte de las empresas). Otra opción son los subsidios directos (que también 
pueden requerir complementar el aporte estatal con un aporte privado) para financiar 
innovaciones de producto o de procesos y/o la creación de laboratorios de I+D13. A 
estos se suman los incentivos fiscales, como la reducción de aranceles de importación 
e impuestos internos para la adquisición de equipamiento de laboratorios de I+D, 
la postergación del pago de tributos y la amortización acelerada de equipamiento 
de I+D que facilitan la inversión privada en innovación. También es clave apoyar el 
desarrollo de mecanismos ulteriores de financiamiento como el capital de riesgo, 
que en general apoya la creación de empresas de base tecnológica.

El rápido avance tecnológico implica también diseñar y utilizar instrumentos 
innovadores y flexibles que permitan aprovechar las nuevas oportunidades que 
surgen, como por ejemplo la Tarjeta BNDES introducida en 2003 en Brasil para 
facilitar la inversión en proyectos de mejora de la competitividad por parte de micro 
y pequeñas empresas (Recuadro 6.2). 

Diagrama 6.1. Principales características de los incentivos para la 
innovación en las empresas

Fuente: Elaboración propia.
http://dx.doi.org/10.1787/888932511055
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Recuadro 6.2. La tarjeta BNDES: un nuevo instrumento de acceso 
al crédito bancario

La Tarjeta BNDES (Cartão BNDES) es un producto creado en 2003 por el Banco 
Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES) de Brasil. Es una tarjeta de 
crédito dirigida a las micro, pequeñas y medianas empresas con una facturación 
bruta de hasta 90 millones de reales (cerca de 45 millones de dólares de 2009), 
con control de capital nacional, constituyendo una línea de financiamiento aprobada 
previamente con crédito rotativo.

Constituye un instrumento que intenta facilitar el acceso al crédito de un sector del 
mercado que por lo general enfrenta problemas de financiamiento, para la compra 
de productos y servicios específicos, que deben ser registrados previamente en el 
BNDES (los productos deben poseer un índice mínimo de nacionalización de 60%). 
En la actualidad existen más de 125.000 ítems de bienes y servicios registrados 
que pueden financiarse mediante este instrumento. Estos pueden sintetizarse de la 
siguiente forma:

•	 Máquinas y equipos diversos

•	 Equipos médicos, hospitalarios y odontológicos

•	 Vehículos diversos

•	 Equipos para transporte pesado y traslado de cargas, entre otros

•	 Repuestos de vehículos y neumáticos

•	 Insumos para diversos segmentos industriales (metalurgia, textil, muebles, 
cuero y calzado, panificación, plásticos, entre otros)

•	 Equipos de información y telecomunicaciones

•	 Equipos de automatización

•	 Servicios tecnológicos y de innovación

•	 Software

•	 Muebles y accesorios

Dentro de los ítems financiables se encuentra una numerosa cantidad de bienes y 
servicios que abren la puerta a la modernización tecnológica y facilitan la innovación 
y el cambio técnico, al tiempo que facilitan la confirmación y el fortalecimiento de 
un sector productor de este tipo de bienes y servicios e impulsan el desarrollo de las 
empresas brasileñas.

La tasa de interés aplicada es más ventajosa que las tasas aplicadas en el mercado, 
ya sea para capital de giro o adquisición de bienes. Además de la tasa de interés 
preferente, el hecho de disponer de una línea de crédito aprobada (de modo que no 
es necesario someterse al análisis de crédito para cada operación) reduce los costos 
de transacción de las operaciones financieras, tanto para los clientes titulares de la 
tarjeta como para las propias instituciones financieras.

Por todas las razones señaladas, el aumento del número de operaciones y del valor de 
las transacciones realizadas mediante la Tarjeta BNDES ha sido muy significativo. El 
éxito de la Tarjeta BNDES se refleja en las más de 63.000 operaciones que se realizaron 
en 2008, con un monto equivalente a los 934 millones de reales (aproximadamente 
467 millones de dólares de 2008), lo que representó un incremento de 60% respecto 
a 2007, transformándose así en el mayor número de operaciones de este banco con 
las micro, pequeñas y medianas empresas.

Fuente: Elaboración propia con base en información del BNDES.
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El retorno de las agendas sectoriales de innovación ha inducido a la creación de 
nuevos mecanismos de financiamiento para la innovación en determinados sectores 
productivos. Es el caso de los fondos sectoriales en Brasil (Recuadro 6.3), Argentina 
y México. Esto requiere de nuevas capacidades institucionales para gerenciar la 
complejidad de la colaboración entre los sectores público y privado y la selectividad 
sectorial de las políticas. Al mismo tiempo, exige una mayor cantidad de recursos 
y fuentes estables de financiamiento en el mediano y largo plazo.

Recuadro 6.3. Fondos sectoriales en Brasil: diez años de un nuevo 
modelo de financiamiento y gobernanza
Un ejemplo de la relevancia que tiene la gestión y vinculación entre las instituciones 
para determinar el éxito de una política queda reflejado en el análisis de la gestión de 
los fondos sectoriales del Brasil, con énfasis en la innovación y en la cooperación, con 
un comité gestor conformado por el Ministerio de Ciencia y Tecnología, los ministerios 
sectoriales, las agencias reguladoras, la comunidad científica y el sector empresarial, y 
en donde se da una negociación y articulación entre estos para definir aspectos claves 
de los fondos. El éxito de los fondos sectoriales, que atienden diferentes sectores 
definidos como estratégicos para el país, es de conocimiento público y constituye 
una de las principales explicaciones del crecimiento acelerado que ha experimentado 
Brasil en los últimos años en materia de ciencia, tecnología e innovación (alcanzando 
valores de inversión en I+D en torno al 1,2% del PIB en 2009).

Los fondos de apoyo a las actividades de ciencia, tecnología e innovación de Brasil, que 
se basan en la coordinación entre los distintos actores y en la utilización de la renta 
sectorial como fuente de financiamiento de las actividades de ciencia y tecnología, 
garantizan la devolución de montos significativos y favorecen la coparticipación de 
todos los actores (empresas, universidades, gobiernos y centros de investigación) en 
la planificación de los proyectos y administración de los fondos. 

Por otro lado, también se presentan algunas debilidades en su funcionamiento 
que pueden explicar por qué aún subsiste un bajo nivel de ejecución de los fondos 
asignados. Entre estas se destacan las dificultades de gestión y administración, 
debidas al elevado nivel de complejidad y el número de actores que participan en 
los comités de gestión, así como las potenciales superposiciones de intereses que 
pueden causar problemas de coordinación

Gráfico 6.5. Presupuesto y ejecución de fondos sectoriales en Brasil,  
1999-2010

Fuente: CEPAL/SEGIB (2010), sobre la base de información del Ministerio de Ciencia y Tecnología del 
Brasil (http://www.mct.gov.br). 
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Desde 2003, algunos de los países de la región han entrado en una senda de 
crecimiento económico con un mayor dinamismo comercial, sobre todo gracias a 
los precios crecientes de las materias primas (al menos en el caso de los países de 
América del Sur). Esto determina la generación de un excedente que, bajo ciertos 
esquemas de gobernanza y con un fuerte compromiso político, puede convertirse 
en una fuente de financiamiento considerable para las políticas de diversificación y 
aumento de la competitividad basadas en la innovación. Sin embargo, se requiere 
de una elevada articulación gubernamental para producir consenso. Un ejemplo 
interesante de cómo pueden diseñarse algunos instrumentos tendientes a aumentar 
la recaudación para impulsar el desarrollo científico-tecnológico de los países lo 
constituye el royalty minero de Chile (Recuadro 6.4).

Dada la complejidad de la innovación y el cambio técnico, para facilitar su generación 
y desarrollo no es suficiente con diseñar mecanismos de incentivo financiero a la 
innovación; es necesario además apoyar la colaboración y facilitar la circulación y 
aplicación del conocimiento en los sistemas productivos. 

La dinámica de la innovación no depende solo de la actividad de una determinada 
empresa, centro de investigación o universidad, sino también de la interacción entre 
estos y de la capacidad sistémica de crear condiciones e incentivos para la innovación. 
En este contexto las políticas públicas desempeñan un papel determinante para 
apoyar el desarrollo científico, tecnológico y la innovación, especialmente donde 
la especialización productiva está orientada hacia sectores intensivos en recursos 
naturales, o a sectores de mano de obra con bajo contenido tecnológico y que de 
por sí demandan poco conocimiento14. 

Los mecanismos de apoyo a la transferencia tecnológica son fundamentales y 
permiten identificar no solo la importancia de la vinculación entre distintas 
instituciones, sino también los canales para hacerlo, los tipos de instrumentos que 
facilitan más de uno u otro tipo de interrelación y otros. Las formas, la intensidad 
y los canales de interacción entre las universidades y las empresas son diversos, 
cambiantes y dependen en gran medida de la institucionalidad de cada país. En 
particular, el uso de los diversos canales de transferencias de conocimiento presenta 
particularidades que dependen de múltiples factores, entre los que se destacan: 
i) la especificidad de cada sector industrial; ii) las regiones de localización; iii) 
las trayectorias de las disciplinas involucradas; iv) la duración de los contratos, y 
v) la flexibilidad organizativa de la universidad (facultad, grupo de investigación 
u oficinas de transferencia tecnológica) para resolver los acuerdos, considerar los 
incentivos y canalizar resultados hacia fuentes alternativas para la investigación. 
La naturaleza de la colaboración emprendida puede facilitar la construcción de 
un capital social para las diferentes disciplinas y las organizaciones, basado en la 
confianza, la interacción y la acumulación de aprendizajes para el desarrollo de 
la innovación.

El Cuadro 6.2 describe los canales de interacción entre universidad y empresa a 
partir de las experiencias en curso en América Latina. Entre estos se identifican los 
flujos de recursos humanos (como las prácticas de los estudiantes en empresas o la 
contratación de nuevos profesionales); las redes informales y/o profesionales; las 
actividades conjuntas (conferencias y publicaciones); los proyectos específicos; los 
servicios de asesoramiento y apoyo tecnológico (asistencia técnica y equipo técnico); 
el licenciamiento de tecnología (patentes y oficinas de transferencia tecnológicas 
de las universidades, OTT), y la creación de centros mixtos o empresas de base 
tecnológica (universitarias, spin-off —creación de empresas en el seno de otras— 
y “actores híbridos” empresas/universidades). También se presentan algunos de 
los principales instrumentos para impulsar la vinculación universidad-empresa, y 
ejemplos y prácticas que se han efectuado en la región.
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Recuadro 6.4. Royalty minero en Chile: financiar la innovación con 
rentas derivadas de recursos naturales

El royalty minero se introduce en Chile en 2005 (Ley N° 20.026). Se trata de un 
impuesto específico a la actividad minera, orientado por la necesidad de contar con 
fondos extras para financiar proyectos de innovación en las regiones, lo que ayudaría 
a diversificar y dinamizar las economías así como reducir la vulnerabilidad del país 
frente a los fuertes vaivenes de los precios internacionales del cobre. 

La Ley establece un tributo para las empresas mineras con ventas anuales superiores 
a las 12 mil toneladas métricas de cobre fino, un impuesto que se cobrará en forma 
escalonada y que tomará como base la renta imponible operacional del explotador 
minero. A los explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente 
a 50 mil toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa única de impuesto 
de 5%. A los que tengan ventas anuales iguales o inferiores a las 50 mil toneladas 
métricas de cobre fino y superiores a 12 mil toneladas métricas, se les aplicará una 
tasa escalonada, basada en tramos de tonelaje, y que puede ir de 0,5% a 4,5%. Los 
explotadores mineros cuyas ventas hayan sido iguales o inferiores a 12 mil toneladas 
métricas de cobre fino no deberán pagar el impuesto.

Al mismo tiempo se creó el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad 
(CNIC), un órgano público-privado, que actúa como asesor permanente del Presidente 
de la República en materia de políticas públicas de innovación y competitividad, 
incluyendo el desarrollo de la ciencia y la tecnología, la formación de recursos 
humanos y el emprendimiento innovador, y como catalizador de iniciativas cruciales 
en dichos ámbitos. Es el organismo que define la estrategia de innovación del país, 
identificando las líneas principales de acción y actividades a ser financiadas con estos 
fondos.

El destinatario fundamental de las recaudaciones es el Fondo Nacional de Innovación 
para Competitividad (FIC), que debe financiar las áreas de fomento de la ciencia y 
la tecnología, formación de capital humano, innovación en las empresas, la cultura, 
la institucionalidad, la infraestructura y las regiones. El FIC es el instrumento de 
financiamiento del órgano ejecutivo con respaldo presupuestario para la aplicación de 
políticas nacionales y regionales de innovación, orientado a fortalecer el sistema de 
innovación nacional y regional, dando transparencia, flexibilidad, sentido competitivo 
y estratégico a la acción del Estado.

La creación del FIC ha permitido incrementar significativamente el presupuesto para la 
innovación en Chile.a Sin embargo, la ejecución del presupuesto es baja, como ocurre 
a menudo en las fases iniciales de creación de nuevos fondos, y el hecho de que el 
proyecto de ley para la operación del fondo esté todavía en curso dificulta la posibilidad 
de convertir esa fuente de recursos en un instrumento permanente de financiamiento 
para la innovación. Entre las dificultades de gestión de estos recursos se incluye la 
necesidad de generar un consenso entre las administraciones regionales, ya que 
los royalties de la producción de recursos naturales tradicionalmente se destinan 
a la comunidad donde se realiza la extracción por compensación. La generación de 
mecanismos adecuados de diálogo entre niveles de gobiernos es fundamental para 
avanzar en la utilización de estos recursos como fuente adicional de financiamiento 
para la competitividad. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del Consejo Nacional de Innovación para la 
Competitividad de Chile. 
a	OECD  (2010b).
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Cuadro 6.2. Transferencia tecnológica: canales, tipos de relaciones y experiencias  
en la región

Tipo de 
interrelación

Canales de 
transferencia del 
conocimiento

Instrumentos de política Experiencias en la región

Flujos de  
recursos  
humanos

Pasantías, formación 
de estudiantes, 
contratación de 
graduados

Formación de recursos 
humanos 

•	 Intel y Universidad de Costa 
Rica (Costa Rica)

•	 Fondo de Fomento al Desarrollo 
Científico y Tecnológico (FONDEF, Chile)

•	 Financiamiento para la Innovación, 
Ciencia y Tecnología (FINCYT, Perú) 

Acceso de las empresas a 
recursos humanos calificados 
que permitan generar 
ventajas competitivas

Contactos 
informales entre 
profesionales

Redes profesionales, 
intercambio de 
informaciones

Formación técnica 
y profesional 

•	 Eaton Trucks Corporation y Universidad 
Estadual de Campinas Unicamp (Brasil)

•	 Feria de Innovación (en estados de 
Brasil, en Perú y otros países)

•	 Ferias de Design (São Paulo,  
Buenos Aires)

Ferias y premios 
de innovación

Actividades de 
divulgación y 
difusión del 
conocimiento 

Eventos, seminarios, 
conferencias, 
publicaciones y 
co-publicaciones

Financiamiento para 
difusión del conocimiento 
científico-tecnológico 

•	 Encuentro de Ciencia y Negocios en 
Biotecnología con participación de 
diversas instituciones (México)

Servicios

Servicios de 
asesoría, asistencia 
técnica, consultorías, 
uso de equipos

Diversificar las fuentes 
de financiamiento para 
las universidades

Desarrollar y actualizar 
capacidades en CyT 
aplicadas (uso de equipo) 
de los investigadores 
y de las empresas

Solución de problemas 
específicos de las empresas

•	 Prestación de servicios tecnológicos 
de la Universidad de la República 
(UDELAR) y del Laboratorio 
Tecnológico del Uruguay (LATU)

•	 Instituto Nacional de Tecnología 
Industrial (INTI, Argentina)

•	 Servicio Nacional de Aprendizaje 
Industrial (SENAI), Servicio Brasileño 
de Apoyo a las Micro y Pequeñas 
Empresas (SEBRAE), Brasil

Proyectos 
conjuntos

Cooperación en 
I+D, contratos 
de investigación, 
intercambio de 
investigadores, 
redes formales 
de trabajos, 
parques científicos 
y tecnológicos

Financiamiento a 
consorcios de innovación

Capital de riesgo

Apoyo a redes de  
investigación 

•	 Laboratorio Nacional de Materiales y 
Modelos Estructurales de la Universidad 
de Costa Rica y Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes (Costa Rica)

•	 Polo IT Buenos Aires (Argentina)

•	 Parque científico y tecnológico Carén 
de la Universidad de Chile (Chile)

•	 Fundación Parque Tecnológico 
de Paraíba- PaqTc-PB (Brasil)

Licenciamiento
Oficinas de 
transferencia 
tecnológica (OTT)

Apoyo a licenciamiento 
y difusión tecnológica 

Servicios de business 
coaching (entrenamiento 
en negocios) para 
actualizar capacidades CyT 
aplicadas (uso de equipo) 
de los investigadores

Plataformas para la 
coordinación de la 
demanda especializada 
de las empresas y la 
formación universitaria 

•	 Agencia de Innovación Inova de la 
Universidad de Campinas (Brasil)

•	 Instituto Tecnológico y de Estudios 
Superiores de Monterrey (México)

Empresas de 
base tecnológica

Transferencia de 
conocimiento vía 
generación de 
empresas a partir 
de investigaciones 
básicas o aplicadas

Spin-off, incubadoras, 
actores “híbridos” 
empresa -universidad

•	 Ami-tec y la Universidad de 
Medellín (Spin-off en Colombia)

•	 Bio Sidus (Argentina)

Fuente: Primi y Rovira (2011b).
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Junto con apoyar el diseño de nuevos y mejores instrumentos de política es 
fundamental aumentar las capacidades institucionales para evaluar los incentivos 
y programas de fomento. Algunos de los elementos que se deben considerar son los 
siguientes: bajos gastos de administración; flexibilidad (la capacidad de reaccionar 
a condiciones cambiantes del entorno); impacto (los incentivos deben producir 
externalidades, como por ejemplo una mayor asociatividad para la innovación); 
transparencia (por ejemplo a través de concursos públicos y asistencia a la formulación 
de proyectos); y adicionalidad (los incentivos deben expandir la inversión privada 
y no reemplazar lo que a priori las empresas podrían financiar). Al mismo tiempo 
es fundamental considerar la existencia de incentivos que faciliten la coordinación 
entre los diferentes organismos e instituciones involucradas en el diseño, gestión 
y administración de los fondos e incentivos. A menudo, esto determina el éxito o 
fracaso en la aplicación de un cierto instrumento de política. 

6.3.4	 Fortalecimiento de capacidades para la gestión de 
la política de innovación

Los países de América Latina están avanzando en el aprendizaje del diseño y 
la aplicación de políticas de innovación y uno de sus principales desafíos es el 
fortalecimiento de las capacidades para su funcionamiento. La experiencia muestra 
que no solo es necesario un buen diseño de las políticas, sino que es necesario 
invertir en la creación de las capacidades, en todos los niveles de gobierno, para la 
gestión y puesta en vigor de los programas, especialmente cuando se introducen 
nuevas medidas de política pública.

Entre los desafíos que enfrentan estos países se incluyen: corregir las fallas 
de coordinación; reducir la superposición de políticas; fortalecer su coherencia 
intertemporal y construir una sólida estructura de toma de decisiones para diseñar 
las instituciones y las políticas de CTI, así como robustecer la capacidad de gestión y 
evaluación de dichas políticas. Para que esto sea posible se requiere de policy makers 
(responsables de dictar políticas) altamente calificados y con vasta experiencia.

Es posible identificar tres áreas en las cuales los países de la región han registrado 
avances: 

1)	 La región está invirtiendo en mejores y nuevas capacidades de gestión para 
la implementación de los programas y la gestión de los instrumentos de 
política. 

	 La construcción y el fortalecimiento de las instituciones y de las capacidades 
domésticas necesarias para formular, ejecutar y evaluar las políticas de 
desarrollo productivo e innovación es un proceso de prueba y error, que 
requiere tiempo, recursos y una visión de largo plazo. En particular, el éxito o 
fracaso de las políticas e instrumentos que se apliquen en la consecución de 
un sistema más productivo e innovador está fuertemente condicionado por las 
capacidades de los que están a cargo del diseño y gestión de las políticas.

	E n la región existen experiencias en dar impulso a la formación y especialización 
de técnicos en la materia y con amplia experiencia en el desarrollo y ejecución 
de políticas de ciencia, tecnología e innovación que puedan diseñar nuevos 
instrumentos y dar seguimiento a los existentes. Una práctica interesante 
a nivel de fortalecimiento de capacidades a nivel subnacional es la Red 
Nacional de Política Industrial (RENAPI), que favorece el aprendizaje regional 
en políticas industriales en Brasil. Se trata de una iniciativa de la Agencia 
Brasileña de Desarrollo Industrial (ABDI) que consta de una red nacional de 
especialistas y responsables de política industrial cuyo objetivo es favorecer 
la regionalización de la política de desarrollo productivo. La red contribuye a 
crear un lenguaje común entre los participantes apoyando la formación de 
funcionarios responsables de políticas industriales y de I+D provenientes de 
todo el país.
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	O tro ejemplo es la Escuela de Gestores de Políticas de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, organizada desde 2010 por la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL) con el apoyo de la Cooperación Alemana y de varios 
ministerios y agencias de ciencia, tecnología e innovación de los países de la 
región. Su principal objetivo es la formación de los agentes involucrados en 
la elaboración, seguimiento, evaluación y ejecución de las políticas de ciencia, 
tecnología e innovación, contribuyendo al fortalecimiento de las capacidades de 
los países en la materia, a la transferencia de conocimientos y experiencias y 
al reforzamiento de sus relaciones, así como a la identificación de actividades 
comunes15. 

2)	 Los países de la región están dando pasos hacia la creación de espacios 
de discusión regional para enfrentar los desafíos comunes y avanzar en el 
aprendizaje de las políticas públicas. 

	 La creación de un espacio permanente para el diálogo de políticas permite 
avanzar en el aprendizaje en las políticas y de mejorar el posicionamiento de 
los países de la región en la economía mundial. Al mismo tiempo, responde a 
la creciente presión sobre los hacedores de políticas para mostrar la validez y la 
efectividad de las medidas de política propuestas en un contexto de restricciones 
presupuestarias elevadas y de una mayor transparencia (accountability) en los 
procesos de toma de decisión pública. El intercambio y la evaluación regular 
de prácticas e incentivos aplicados entre pares también contribuyen a la mayor 
transparencia de las políticas. 

	 En América Latina existe una capacidad acumulada de cooperación científica; sin 
embargo, es necesario la creación de mecanismos institucionales permanentes 
que viabilicen y apoyen la cooperación a nivel de políticas y estrategias. La 
diversidad y la complementariedad entre capacidades y características de 
los países de la región representa una ventaja de base para la generación de 
programas de investigación y formación conjunta. La voluntad de establecer 
mecanismos efectivos de cooperación científica responde a la voluntad de 
incrementar las sinergias y superar los límites nacionales en cuanto a escala 
de recursos humanos y financieros disponibles para la ciencia. 

	S e registra en la región un número elevado de iniciativas de colaboración y 
diálogos de políticas de innovación que, no obstante, carecen de coordinación y 
que se beneficiarían de una generación de sinergias entre ellas. El panorama de 
las actividades de colaboración en materia de ciencia, tecnología e innovación en 
América Latina es variado. Se identifican al menos tres niveles complementarios 
para el diálogo de política.

—	 Nivel ministerial, o de las más altas autoridades, que permite definir líneas 
estratégicas de colaboración internacional.

—	 Nivel técnico de asesoramiento que implica reuniones de asesores principales 
de las más altas autoridades y que en general se focaliza en diálogos sobre 
los aspectos “tácticos” de la política, como por ejemplo el diseño de los 
mecanismos e incentivos para la ciencia, tecnología e innovación.

—	 Nivel de la aplicación de las políticas. El diálogo entre gestores de programas 
e instrumentos de políticas cuya colaboración tiene como objetivo el 
intercambio de prácticas y experiencias en la fase de implementación de 
las políticas.

3)	E n tercer lugar, se destaca el avance en los sistemas de medición de la 
innovación y el fortalecimiento de capacidades de inteligencia estratégica para 
el análisis y el monitoreo del impacto de las políticas. 

	 Hay tres grandes áreas en las cuales los países de la región están avanzando 
y modernizando sus instituciones para la toma de decisiones en políticas de 
innovación:
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•	 La generación de sistemas de indicadores para la toma de decisiones: 
varios países han invertido en la creación de unidades dedicadas a la recopilación 
y difusión de indicadores de innovación en los ministerios o secretarias nacionales 
de innovación. Este avance se apoya también en una vasta modernización de 
los sistemas informáticos de los ministerios y de altas autoridades en materia 
de ciencia y tecnología, que han incrementado la transparencia y accesibilidad 
a los datos. Este avance se registra tanto en países grandes (Argentina y 
Brasil) como en países pequeños (Costa Rica y Panamá). 

•	 Las encuestas de innovación: en América Latina se está consolidando la 
experiencia en el desarrollo de encuestas de innovación16. En los países de la 
región, al igual que en los países de la OCDE, las encuestas de innovación son 
instrumentos relevantes para profundizar el conocimiento sobre la conducta 
innovadora a nivel de las empresas, evaluar los obstáculos a la inversión en 
innovación y determinar el impacto de las políticas públicas. Sin embargo, a 
diferencia de los países de la OCDE, en América Latina es necesario avanzar 
en la comparabilidad de las encuestas de innovación. Este proceso requiere 
de tiempo e inversión en el fortalecimiento institucional y se necesita de 
un dialogo entre hacedores de política, expertos e institutos de estadística. 
La comparación entre encuestas no es sencilla y requiere de esfuerzos de 
armonización17. 

	E n América Latina esto es aun más complejo debido a que las encuestas siguen 
modelos diferentes (las de Brasil, Chile y México se realizan con base en el 
Manual de Oslo, mientras que las de Argentina, Colombia y Uruguay siguen 
el de Bogotá). Al tratarse de un fenómeno reciente en la región solo algunos 
países efectúan encuestas regularmente y las utilizan como retroalimentación 
en las políticas18 y la comparabilidad entre ellas es aún baja. En particular, 
solo Argentina, Brasil, Chile, Colombia y Uruguay efectúan con regularidad 
las encuestas, mientras que México lo hace esporádicamente y Costa Rica, 
Panamá, Perú y República Bolivariana de Venezuela están recién sumándose 
a esta tarea.

•	 Creación y/o fortalecimiento de instituciones para el análisis de datos 
y la toma de decisiones: invertir en la creación de capacidades de análisis 
de los datos para alimentar la toma de decisiones es importante. Al mismo 
tiempo, es necesario crear incentivos para utilizarlos en la evaluación y el 
rediseño de las políticas públicas. A diferencia de los países de la OCDE, los de 
América Latina se encuentran todavía en una fase incipiente en la creación de 
instituciones para el análisis de políticas. El más avanzando en esta materia es 
Brasil, donde el Instituto de Investigación Económica Aplicada (IPEA), afiliado 
a la Secretaria de Asuntos Estratégicos de la Presidencia de la República, y 
el Centro de Gestión de Estudios Estratégicos (CGEE), afiliado al Ministerio 
de Ciencia y Tecnología, constituyen espacios institucionales para análisis de 
impacto y retroalimentación de las políticas públicas. 

6.4	 Mejor gobernanza para mejores políticas

En síntesis, durante la última década la agenda para el desarrollo productivo ha 
registrado un nuevo impulso en los países de América Latina. La innovación ocupa 
un papel central en las agendas de desarrollo en casi todos los países de la región, 
aunque este papel se observa más frecuentemente a nivel de debates y declaraciones 
que de asignación presupuestaria. 

La coyuntura económica global y de la región generan expectativas crecientes de 
impactos en el mediano plazo de las políticas para la innovación sobre el crecimiento 
y la competitividad en los mercados mundiales, así como sobre la capacidad de 
fortalecer los mercados internos generando más y mejores empleos. 
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El renovado interés en la innovación determina a su vez una renovada presión 
sobre los gobiernos de la región para elaborar y aplicar estrategias de innovación 
más eficaces y con el potencial de movilizar al sector empresarial, en especial en 
un contexto de elevada incertidumbre en relación a la dinámica y evolución de los 
mercados mundiales. Al mismo tiempo, se requiere de una gestión más eficaz y 
transparente del sistema público, que apoye a la innovación tanto en los países que 
están enfrentando un contexto de restricción presupuestaria como en aquellos que 
disfrutan de un período de elevado crecimiento basado en crecientes exportaciones 
de recursos naturales, con altos precios. 

Del diagnóstico del desarrollo productivo e innovación en América Latina se puede 
concluir que la región necesita avanzar en cuatro terrenos:

1)	 invertir para cerrar la brecha de productividad;

2)	 incrementar la inversión en actividades científicas y tecnológicas y de investigación 
y desarrollo;

3)	 aumentar el compromiso del sector privado con la innovación y la transformación 
productiva, y 

4)	 reducir el desfase entre la oferta y la demanda de recursos humanos calificados.

Para ello se requiere de nuevos modelos de gobernanza de las políticas públicas, 
capaces de articular acciones y favorecer acuerdos que fortalezcan las inversiones 
en innovación. Es necesaria una institucionalidad más fuerte y modelos de políticas 
públicas más complejos, capaces de movilizar los diversos actores de los sistemas 
nacionales de innovación y a todos los niveles de gobierno. Especialmente en 
contextos como América Latina, de especialización productiva en sectores que 
demandan poco conocimiento, y con elevada incertidumbre y barreras en el acceso 
al crédito, las políticas públicas desempeñan un papel determinante en la producción 
de incentivos para la inversión en actividades científicas y tecnológicas y elevar la 
competitividad basada en la agregación de valor y en la innovación. 

En general, en los últimos años los países de América Latina han avanzado en 
el aprendizaje de las políticas públicas de innovación e introducido reformas 
significativas en la institucionalidad para estas. A pesar de que persiste una gran 
heterogeneidad en la institucionalidad y los modelos de gobernanza, se pueden 
identificar algunas tendencias comunes.

Entre los avances se destacan el fortalecimiento de la institucionalidad para la 
innovación (Argentina, Chile y Uruguay); la creación y la consolidación de nuevos 
modelos de financiamiento para la innovación (Brasil, Chile, Colombia y México); 
la mayor sincronización entre apoyo a la innovación y al desarrollo de sectores 
productivos estratégicos (Argentina, Brasil, Chile, México, Panamá y Uruguay); 
una creciente atención al impacto territorial de las estrategias de innovación, sobre 
todo en los países de mayor tamaño relativo (Argentina, Brasil y Colombia), y una 
mejoría en las capacidades institucionales para medir y evaluar la dinámica de la 
innovación y el impacto de las políticas públicas (Argentina y Brasil).

Para superar las debilidades estructurales en innovación y en la capacidad del 
Estado de apoyar el desarrollo productivo y tecnológico es necesario evolucionar 
hacia mejores sistemas de gobernanza de las políticas, capaces de alinear acciones 
y crear sinergias entre distintos programas e niveles de gobiernos. Al respecto es 
recomendable que la región pueda avanzar en seis materias:

Consolidar la sincronización entre las estrategias de innovación y la •	
transformación productiva, ahondando en la capacidad de articular acciones 
con base en sectores y encadenamientos productivos. Esto requiere de 
mecanismos de gobernanza que favorezcan el dialogo entre los ministerios de 
economía y finanzas, los de industria y comercio y los de innovación. También 
exige mecanismos de financiación con enfoque sectorial, participación de todos 
los actores del sistema nacional de innovación (universidades, empresas y 
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sociedad civil) en la definición de prioridades, y sincronización de las políticas de 
innovación y de apoyo al desarrollo productivo y empresarial como ingrediente 
esencial para asegurar acciones más eficaces y de mayor impacto.

Fortalecer las capacidades para generar estrategias de innovación, lo que •	
requiere de Estados con mejores capacidades de articulación vertical (en 
los niveles de gobiernos) y horizontal (en los ministerios responsables de 
áreas relacionadas a la innovación, entre estos, industria, agricultura, salud, 
educación e infraestructura), y una mayor participación del sector privado en 
la innovación.

Incrementar la capacidad de asignación de recursos con base en planes •	
plurianuales para facilitar la inversión en proyectos de mediano y largo plazo, y 
paralelamente aumentar la capacidad y el compromiso de los sectores financiero 
y productivo a fin de elevar el financiamiento disponible para emprendimientos 
innovadores. Lo anterior requiere de inversiones en inteligencia estratégica 
en la administración pública y de la creación de espacios de diálogo para 
instaurar mecanismos de confianza, junto con incrementar las capacidades de 
regulación del Estado en la materia.

Evolucionar hacia modelos de políticas orientados a los resultados; es decir •	
diseñar políticas pensando en el objetivo final (más y mejores empleos, mayor 
competitividad) y considerar a los insumos (como gasto en I+D y en formación 
de recursos humanos) medios para alcanzar los objetivos estratégicos.

Fortalecer las capacidades de medición y análisis de la innovación; es necesario •	
invertir para crear espacios institucionales y mecanismos de retroalimentación 
entre el diseño y la implementación, que permitan mejorar las capacidades de 
los hacedores de políticas en la definición y ejecución de nuevos instrumentos 
más sofisticados. Asimismo, es importante invertir en la generación de 
indicadores para la innovación y crear incentivos para la utilización de la 
información en la evaluación de políticas. 

Apoyar la formación de los recursos humanos encargados de la gestión de las •	
políticas de innovación y desarrollo productivo y favorecer el diálogo regional 
para intercambiar experiencias y avanzar en el aprendizaje del diseño de 
instrumentos de políticas para la innovación. De hecho, la apuesta de América 
Latina necesita tanto de agendas nacionales específicas, en función de sus 
especificidades productivas, históricas y culturales, como de una agenda 
que permita a la región en su conjunto alcanzar la masa crítica necesaria 
en determinadas áreas del conocimiento y de la producción, para apuntalar 
una mejor inserción en un contexto internacional cada vez más competitivo y 
dinámico.
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Notas

1.	OECD  (1997); CEPAL (2004).

2.	CEPA L (2010a).

3.	CEPA L (2010a).

4.	CEPA L (2008).

5.	CEPA L (2010a).

6.	 Las cifras se refieren a 2008, último año disponible en la fuente utilizada, United Nations Commodity 
Trade Statistics Database (COMTRADE) [http://comtrade.un.org].

7.	P rimi y Rovira (2011a).

8.	 López y Orliki (2006).

9.	 De acuerdo a datos de las Oficinas de Patentes Nacionales, en los países de América Latina y el Caribe, 
los no residentes presentan cerca del 90% de las solicitudes de patentes, mientras que en los países 
más desarrollados son actores nacionales quienes muestran mayor actividad en esta materia (CEPAL, 
2010b).

10.	CEPAL (2004).

11.	El caso de Brasil y el impacto del cierre de los centros de extensión agrícola sobre el desempeño de 
Embrapa ilustran el impacto adverso de algunas medidas de racionalización.

12.	Por ejemplo, la alternativa es el subsidio directo si la presión impositiva es baja y la política tributaria 
no prevé bajar la tasa del impuesto a las utilidades con desgravámenes, crédito fiscal o deducciones por 
actividades de I+D.

13.	Otra característica distintiva de este tipo de incentivos es que se ajusta tanto para las políticas horizontales 
como las focalizadas y fomenta la colaboración entre empresas y organizaciones públicas de I+D.

14.	CEPAL (2004); Cimoli, Ferraz y Primi (2005). 

15.	El particular ambiente de intercambio que se generó en esta Escuela ha permitido el desarrollo de 
propuestas y proyectos de cooperación técnica bilaterales o multilaterales en los que han participado 
diversas instituciones.

16.	Cimoli, Primi y Rovira (2011).

17.	OCDE (2009). 

18.	Primi y Rovira (2011a).
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En medio de una crisis �nanciera global, las economías de América Latina y el Caribe se encuentran en mejor 
posición para hacer frente a nuevos desafíos. La región debe aprovechar esta oportunidad para diseñar e 
implementar mejores políticas de desarrollo económico y social. Esto implica conciliar cambios estructurales, 
crecimiento e inclusión social. Para ello, los gobiernos de la región deben reducir las desigualdades en la 
distribución del ingreso, mejorar el acceso a los servicios públicos y a las oportunidades, y promover la 
diversi�cación de economías frecuentemente dependientes de la exportación de unos pocos productos 
primarios. 

Mejorar la e�ciencia de la administración pública es crucial para enfrentar estos desafíos de corto y largo 
plazo. El cambio decisivo solo se producirá si América Latina y el Caribe llevan a cabo reformas �scales 
signi�cativas que permitan asegurar los recursos necesarios para alcanzar los objetivos prioritarios del 
desarrollo. Los gobiernos de la región han identi�cado tres áreas fundamentales en las que se deben invertir 
recursos adicionales: educación, infraestructura e innovación y desarrollo productivo. Las tres tienen un gran 
potencial para aumentar la competitividad y la inclusión social. En cada una de ellas, se debe avanzar hacia 
administraciones públicas más e�cientes y con capacidad de emprender con e�cacia acciones estratégicas. 
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